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INFORME  
 

LA EVALUACIÓN DEL IMPACTO DEMOGRÁFICO  
EN EL PROCEDIMIENTO  

DE ELABORACIÓN DE NORMAS  
 

“Lo equitativo y lo justo son una misma cosa; y siendo buenos ambos, la 
única diferencia que hay entre ellos es que lo equitativo es mejor aún. La 
dificultad está en que lo equitativo siendo lo justo, no es lo justo legal, lo justo 
según la ley; sino que es una dichosa rectificación de la justicia rigurosamente 
legal. La causa de esta diferencia es, que la ley necesariamente es siempre 
general, y que hay ciertos objetos sobre los cuales no se puede estatuir 
convenientemente por medio de disposiciones generales”. (Aristóteles. Moral a 
Nicómaco) 
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1. Necesidad de la evaluación de impacto demográfico 
. 
1.1.- Planteamiento y concepto. 
 

“La demografía es un tema crucial. La economía, el mercado 
laboral, la atención médica, las pensiones, el medio ambiente, la equidad 
intergeneracional y los resultados electorales están todos vinculados a la 
demografía”1. 

 
La necesidad de un informe de impacto demográfico, como pieza del 

procedimiento de elaboración de las normas –y, en su caso, de los instrumentos 
de planificación de políticas públicas-, parte del supuesto de que dichas normas 
y políticas pueden tener un efecto diferente y un impacto normalmente negativo 
o discriminatorio en territorios con retos demográficos, según su grado y 
características específicas.  

 
Los territorios con problemas demográficos presentan dificultades y costes 

de acceso a las políticas y servicios públicos que impiden un aprovechamiento 
equitativo de los beneficios, recursos y ventajas, que pueden derivarse de la 
aplicación de las normas y de la práctica de las políticas públicas. La diferente 
posición de partida de estos territorios “periféricos” y de sus residentes –
ciudadanos, empresas, organizaciones e instituciones- puede determinar que una 
aplicación formalmente igualitaria de aquellas produzca materialmente un efecto 
discriminatorio, profundizando la fractura territorial y las desigualdades 
personales y sociales. 

 
Para que la aplicación de las normas sea equitativa, puede ser necesario 

que estas singularidades sean tenidas en cuenta en su concepción, diseño y 
materialización. El objeto del informe previo de impacto demográfico es 
identificar esas desigualdades y prevenirlas en la aplicación de la norma, de modo 
que se eliminen sus efectos negativos en la población, así como facilitar la 
evaluación posterior sobre los resultados obtenidos en esta materia. 

                                                
1 Servicio de investigación del Parlamento Europeo (2019): Perspectivas demográficas para la UE 
2019.https://www.europarl.europa.eu/RegData/etudes/IDAN/2019/637955/EPRS_IDA(2019)63
7955_EN.pdf 
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Este impacto, directo o indirecto, que normalmente no será deliberado, 

vendrá afectado por un sesgo de concepción, por una diferente perspectiva –por 
ejemplo más sectorial que territorial-, o por una aplicación rígida del principio de 
igualdad, sin tomar suficientemente en consideración que la interacción de los 
principios de justicia e igualdad obliga a tener en cuenta las circunstancias 
concretas de aplicación de las normas; a no tratar de forma igual a los desiguales. 
Este es el fundamento del principio de equidad, que propugna una interpretación 
teleológica de la igualdad, en términos de resultados. 

 
El Consejo Económico y Social de España constataba recientemente 

deficiencias en la dotación de determinadas infraestructuras en el medio rural y 
en el acceso a servicios y equipamientos públicos básicos, citando los servicios 
sanitarios y los centros de enseñanza obligatoria, el transporte, la energía, las 
redes TIC, el abastecimiento de agua y la gestión de residuos, la alimentación, 
así como los servicios bancarios y postales2. 

En el mismo sentido, el Defensor del Pueblo reconoce la fractura territorial 
entre la España vacía y la España llena, al señalar que “las administraciones 
públicas deben asumir con prontitud el compromiso de facilitar a los habitantes 
de las zonas con escasa población los servicios básicos que les garanticen el 
ejercicio de toda una serie de derechos en igualdad de condiciones a los que 
disfrutan los residentes de las grandes concentraciones urbanas”.  

 
Ello lleva a la cuestión de si existe alguna norma que justifique tal 

desigualdad de trato, a lo que ha de darse una respuesta negativa, si bien la 
aplicación de las que regulan tales servicios básicos parece evidente que ha dado 
lugar, de hecho, a aquella discriminación. Una brecha de desigualdad que para 
el Defensor del Pueblo “es incompatible con los principios constitucionales de 
equidad e igualdad”3. 

 

                                                
2 CES (2018): Informe El medio rural y su vertebración Social y Territorial. Pags.150-153. 
http://www.ces.es/documents/10180/5182488/Inf0118.pdf/6d616668-0cb8-f58c-075b-
2251f05dad9f 
3 Defensor del Pueblo (2019): Informe anual correspondiente a 2018. V. II. La situación 
Demográfica en España. Efectos y consecuencias. https://www.defensordelpueblo.es/informe-
monografico/la-situacion-demografica-espana-efectos-consecuencias/.  
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El Informe sobre el cambio demográfico y sus consecuencias para la futura 
política de cohesión de la Unión Europea (UE), de 14 de diciembre de 2011, ya 
señalaba que “la calidad de vida se define de manera diferente en las regiones 
de población menguante, particularmente las regiones rurales”, consideraba que 
“un marco político favorable a la igualdad de género podría ayudarnos a abordar 
los desafíos demográficos”, reconoce la diferente necesidad de infraestructura 
social de las regiones más envejecidas, advierte a los Estados y regiones de la 
necesidad de considerar los desequilibrios internos y llama la atención sobre la 
función de estabilización que en entornos con retos demográficos tienen las 
ciudades pequeñas. En definitiva, incorporaba, a efectos de justificar un mayor 
apoyo de los Fondos Estructurales, la necesidad de una mirada propia para 
entender las necesidades y los efectos de las políticas públicas en estas zonas4. 

 
Es en este contexto en el que cabe circunscribir la evaluación del impacto 

demográfico. En definitiva, se trata de dar voz y presencia en el procedimiento de 
elaboración de las normas a territorios y circunstancias de escasa visibilidad, con 
voluntad de empatía, es decir, de comprender sus condiciones de vida y prever los 
impactos de la norma que se proyecta desde una perspectiva de equidad.  

 
Y lo dicho respecto a las normas cabría predicarse del conjunto de los planes, 

estrategias, agendas y otros instrumentos de formulación general de políticas 
públicas5, cuya evaluación incluye la de los impactos apreciados y debe ser 
permanente, a tenor de lo previsto en los artículos 61 y 62 de la Ley 2/2010, de 11 
de marzo, de Derechos de los Ciudadanos en sus relaciones con la Administración 
de la Comunidad de Castilla y León y de Gestión Pública. El informe de impacto 
demográfico serviría así de instrumento para la consecución del “principio de 
equilibrio territorial”, rector de la actuación de la Administración autonómica según 
el artículo 5.n) de la misma Ley,  a cuyo tenor “En la asignación de recursos y en la 
gestión de las diferentes políticas públicas, la Administración autonómica atenderá 
a la realidad territorial, fundamentalmente rural, de la Comunidad, para conseguir 
la equiparación de los ciudadanos en el disfrute sus derechos”. 
                                                
4 Parlamento Europeo. Comisión de Desarrollo Regional (2011): Informe sobre el cambio 
demográfico y sus consecuencias para la futura política de cohesión de la UE. 2010/2157(INI) 
https://www.europarl.europa.eu/sides/getDoc.do?pubRef=-//EP//TEXT+REPORT+A7-2011-
0350+0+DOC+XML+V0//ES 
5 A lo largo del texto nos referiremos al informe de impacto demográfico en el procedimiento de 
elaboración de normas si bien, en general, lo expuesto podría aplicarse al conjunto de los 
instrumentos de planificación de políticas públicas. 
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Las políticas públicas materializan las previsiones normativas, y al revés, 

de modo que el análisis de las políticas públicas y el de las normas es inseparable, 
ya que ambas se condicionan mutuamente. Resulta artificial tratarlos por 
separado, con independencia de que sea posible examinar los elementos que 
determinan la formación de las políticas públicas y los que concurren en la calidad 
técnico-formal de las normas6.  

 
1.2.- Pronunciamientos institucionales. 
 
Aunque no cuenta aún con regulación, son numerosos los 

pronunciamientos institucionales e iniciativas en relación con la necesidad del 
informe de impacto demográfico en el proceso de elaboración de normas y 
políticas públicas, a pesar de lo cual, poco se ha avanzado en su concreción e 
instrumentación técnica y jurídica.  

 
Sin ánimo de exhaustividad pueden citarse: 

 
• El Informe de la Ponencia de Estudio para la adopción de medidas 

en relación con la despoblación rural en España, del Senado, de 24 de marzo de 
2015, que propone entre sus conclusiones una “discriminación legal positiva para 
generar empleo y actividad económica en el medio rural”, además de “medidas 
fiscales, sociales y financieras con perfil específico para los núcleos rurales con 
despoblación”, insistiendo reiteradamente en la necesidad de “agilizar los 
trámites administrativos y burocráticos”7. 

 
• La Comisión Especial de Estudio sobre las medidas a desarrollar 

para evitar la despoblación de las zonas de montaña, también del Senado, en su 
informe de conclusiones de 22 de junio de 2015, propone igualmente “una 
simplificación de los marcos administrativos y legislativos para adaptarlos a las 

                                                
6 Sainz Moreno, F. (2006): “Evaluación de las políticas públicas y la evaluación legislativa”, en Pau 
i Vall, F. y Pardo Falcón, J., La evaluación de las leyes. XII Jornadas de la Asociación Española de 
Letrados de Parlamentos, Tecnos, Madrid, p. 21. 
7 Boletín Oficial de las Cortes Generales. Senado, nº505 de 17.04.2015. Pág. 33 y ss. 
http://www.senado.es/web/actividadparlamentaria/publicacionesoficiales/senado/boletinesoficia
les/detalle/index.html?id=17042015 
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realidades rurales y a las zonas de montaña”8, entendiendo obligada la necesidad 
de una modulación en función del territorio y sus retos económicos y 
demográficos.  

 
Ambas propuestas parten del diagnóstico implícito de que los “marcos 

administrativos” comunes no han considerado su impacto diferencial en las zonas 
rurales o de montaña, por lo que optan por una modulación basada en el principio 
de equidad. 

 
• La Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible y sus Objetivos de 

Desarrollo Sostenible (ODS), adoptados en la 70ª edición de la Asamblea General 
de Naciones Unidas el 25 de septiembre de 2015. Los ODS, cuya implementación 
se ha asumido por todos los niveles de gobierno, también constituyen un marco 
de referencia para afrontar los retos demográficos, en especial, los objetivos de 
erradicación de la pobreza (1), la educación inclusiva y equitativa (4), la igualdad 
de género (5), el crecimiento económico inclusivo y sostenible (8), la 
industrialización inclusiva y sostenible y el fomento de la innovación (9), la 
reducción de la desigualdad en los países (10), el logro de ciudades y comunidades 
sostenibles (11) y la constitución de instituciones eficaces e inclusivas (16).  

 
Con más concreción la meta 10.3 (ODS 10) propone “Garantizar la 

igualdad de oportunidades y reducir la desigualdad de resultados, incluso 
eliminando las leyes, políticas y prácticas discriminatorias y promoviendo 
legislaciones, políticas y medidas adecuadas a ese respecto”. El ODS 11 recoge 
entre sus metas (11.a) “Apoyar los vínculos económicos, sociales y ambientales 
positivos entre las zonas urbanas, periurbanas y rurales fortaleciendo la 
planificación del desarrollo nacional y regional”. Del mismo modo la meta 16.b 
plantea “Promover y aplicar leyes y políticas no discriminatorias en favor del 
desarrollo sostenible”. 

 
“No dejar a nadie atrás” se constituye en uno de los ejes 

vertebradores de la Agenda 2030 y sus ODS. A través de este principio la igualdad 
y la no discriminación se conforman así en pilares básicos que deben darse no sólo 

                                                
8 Boletín Oficial de las Cortes Generales. Senado, nº550 de 26.06.2015. Pág. 36 y ss. 
http://www.senado.es/web/actividadparlamentaria/publicacionesoficiales/senado/boletinesoficia
les/index.html?id=26062015&aFilter=d 
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entre los Estados sino también dentro de los Estados. “Muchas de las barreras a 
las que se enfrentan las personas para acceder a servicios, recursos e igualdad de 
oportunidades no son simplemente accidentes del destino o falta de disponibilidad 
de recursos, sino el resultado de leyes, políticas y prácticas sociales discriminatorias 
que dejan a grupos particulares de personas cada vez más atrás”9. 

 
• El Dictamen del Comité Europeo de las Regiones, de 16 de junio 

de 2016 La respuesta de la UE al reto demográfico (2017/C 017/08), DOUE 
18.1.2017, del que fue ponente el presidente de la Junta de Castilla y León, en 
su apartado “42 solicita que, en el marco de la iniciativa «Legislar mejor», se 
incluya en el análisis de impacto previo a cualquier iniciativa legislativa europea 
su posible incidencia en materia demográfica”10. 

 
• La Resolución del Parlamento Europeo, de 14 de noviembre de 

2017, sobre el despliegue de los instrumentos de la política de cohesión por parte 
de las regiones para afrontar el cambio demográfico (2016/2245(INI)),  teniendo 
en cuenta el impacto diferencial que tienen el envejecimiento, el despoblamiento 
de las zonas rurales y otros retos demográficos en los sistemas de bienestar y en 
la propia sostenibilidad medioambiental, considera igualmente “que la iniciativa 
«Legislar mejor» debe incluir en el análisis de impacto previo a cualquier iniciativa 
legislativa europea su posible incidencia en materia demográfica”11. 

 
En esta Resolución se estima que dicho informe debe extenderse al 

conjunto de la políticas de la UE e incorporarse a la evaluación ex post de las 
mismas: “las conclusiones de los informes de impacto demográfico deben 
incorporarse en el diseño de sus políticas y los criterios demográficos integrarse 
en las evaluaciones de los resultados de dichas políticas y de los efectos no 

                                                
9 NNUU Valores universales. Principio Dos: “No dejar a nadie atrás” 
https://unsdg.un.org/es/2030-agenda/universal-values/leave-no-one-behind 
10 https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/PDF/?uri=CELEX:52016IR0040&from=ES 
11 Más recientemente el Consejo EPSCO ha invitado a la Comisión Europea a “asegurarse de que 
todas las propuestas e iniciativas de política estén acompañadas de evaluaciones integrales 
de impacto demográfico y territorial, realizadas en paralelo con evaluaciones de impacto 
económico, ambiental y social, con el objetivo de hacer que las regiones rezagadas sean más 
dinámicas y atractivas, contribuyendo así a la cohesión social y territorial de la Unión” 
Consejo de la Unión Europea (2020): Proyecto de Conclusiones del Consejo «El camino a seguir 
ante los retos demográficos». 3 de junio de 2020. 
https://data.consilium.europa.eu/doc/document/ST-8566-2020-INIT/en/pdf 
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deseados con vistas a favorecer un enfoque del cambio demográfico que incluya 
la participación de las autoridades regionales y locales; y que debe prestarse una 
atención particular a las zonas rurales que afrontan estos problemas 
demográficos de una forma especialmente acuciante”12. 

 
• La Federación Española de Municipios y Provincias, en su 

Documento de Acción de la Comisión de Despoblación, de abril de 2017, Listado 
de medidas para luchar contra la despoblación en España, propone “incorporar 
al procedimiento de elaboración de los proyectos de ley, reglamentos de carácter 
general, y otros instrumentos normativos, incluyendo las ordenanzas y 
reglamentos locales de carácter general, así como al conjunto de los instrumentos 
de planificación de la Administración, un informe ex ante sobre el impacto 
demográfico”13. 

 
• Entre los elementos de consenso resultantes de la primera reunión 

del Foro Nacional para la Despoblación (24.10.2018) se encuentra la “Necesidad 
de tratar el tema de la ruralidad de forma diferencial en leyes y programas. Llevar 
a cabo una evaluación de todas las políticas públicas desde la perspectiva rural y 
analizar qué impacto tienen en el medio rural”14.  

 
• La Agenda del Cambio hacia una economía inclusiva y sostenible, 

de la que tomó conocimiento el Consejo de Ministros de 9 de febrero de 2019, 
incorpora “el impacto demográfico en la elaboración de leyes, programas e 
inversiones públicas”, en el marco de las acciones para reducir la desigualdad y 
proteger el Estado del bienestar15.  

                                                
12 http://www.europarl.europa.eu/doceo/document/TA-8-2017-0427_ES.pdf 
13http://femp.femp.es/files/566-2153-
archivo/DOCUMENTO%20DE%20ACCI%C3%93N%20Comision%20de%20Despoblacion%209-
05-17.pdf http://femp.femp.es/files/566-2153-
archivo/DOCUMENTO%20DE%20ACCI%C3%93N%20Comision%20de%20Despoblacion%209-
05-17.pdf 
14http://www.redruralnacional.es/documents/10182/494796/Nota_Informativa_24OCTUBRE_FN
D/a8f6f25a-8e4b-4cab-b256-0491d244de3e 
15https://www.mineco.gob.es/portal/site/mineco/menuitem.d288f4af5ced702fafb0240e026041a
0/?vgnextoid=d6de51a115cc8610VgnVCM1000001d04140aRCRD El Primer Informe de 
Seguimiento sobre la Agenda –informado por la Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos 
Económicos el 12 de septiembre de 2019- incide, de nuevo, en “la obligación de llevar a cabo 
análisis de impacto demográfico en los procedimientos de elaboración de leyes, programas y 
planes de inversión” (pág. 33).  
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• El informe de la Comisión Especial sobre la evolución demográfica 

en España, del Senado, aprobado en sesión de 22 de febrero de 2019, propone 
entre sus conclusiones “Incluir en la elaboración de normativa e instrumentos de 
planificación del Gobierno de España, con carácter general, un informe de 
impacto territorial, que permita valorar las consecuencias de cada decisión sobre 
el equilibrio en la distribución de la población y el desarrollo económico en las 
diferentes zonas de España”16. 

 
• Las Directrices de la Estrategia nacional frente al reto 

demográfico, aprobadas por Acuerdo de Consejo de Ministros de 29 de marzo de 
201917, contemplan entre sus objetivos transversales “incorporar el impacto y la 
perspectiva demográfica en la elaboración de leyes, planes y programas de 
inversión, favoreciendo la redistribución territorial en favor de una mayor 
cohesión social”. 

 
• El Programa Nacional de reformas del Reino de España 2019 

recoge el acuerdo anterior dejando constancia en el ciclo del Semestre Europeo 
que “para abordar las diferencias territoriales y los retos de la despoblación y el 
envejecimiento en algunos territorios […] Se ha previsto también la incorporación 
del impacto demográfico en la elaboración de leyes, y de programas e inversiones 
públicas”18. 

 
• El programa de trabajo de la actual Comisión Europea contempla 

entre sus prioridades el impacto demográfico y recoge que “debemos 
prepararnos para el impacto que tendrá una mayor esperanza de vida y el 
crecimiento de la población mundial en la disponibilidad de recursos naturales o 

                                                
https://www.mineco.gob.es/stfls/mineco/comun/pdf/191129_d_agenda.pdf 
16 Boletín Oficial de las Cortes Generales. Senado, nº360 de 1.02.2019. Pág. 39 y ss. 
http://www.senado.es/web/actividadparlamentaria/publicacionesoficiales/senado/boletinesoficia
les/index.html?id=01042019&aFilter=d 
17 Acuerdo: https://www.lamoncloa.gob.es/consejodeministros/Paginas/enlaces/290319-enlace-
reto.aspx 
Directrices: https://transparencia.gob.es/servicios-
buscador/contenido/estadisticas.htm?id=ETCAS_3419&lang=es&fcAct=2019-04-
24T12:01:05.008Z. 
18 https://www.hacienda.gob.es/eu-
ES/CDI/Paginas/EstrategiaPoliticaFiscal/ProgramaNacionalReformas.aspx 



 

13 
 

en los flujos migratorios, las pensiones y la atención médica. Al mismo tiempo, 
debemos centrarnos en el declive demográfico que afecta a gran parte de la UE, 
incluida la despoblación rural. 

 
Como parte de nuestro trabajo para comprender y responder mejor 

a estos cambios, la Comisión presentará un Informe sobre el impacto del cambio 
demográfico [Informe no legislativo ya elaborado y citado aquí.  COM (2020) 37 
final, de 17.6.2020]. Esto analizará cómo las nuevas realidades demográficas 
afectan todo, desde políticas sociales y regionales, salud, finanzas, conectividad 
digital, habilidades e integración. La Comisión también propondrá una visión a 
largo plazo para las zonas rurales y un Libro Verde sobre el Envejecimiento”19. 

 
• El primer Informe de progreso sobre la implementación de la 

Agenda 2030 en España, de 2019, recogía entre los objetivos transversales 
(objetivo 3) relativos a la alineación de los ODS y las medidas de la próxima 
Estrategia Nacional frente al Reto Demográfico a la Agenda 2030, “Incorporar el 
impacto y la perspectiva demográfica en la elaboración de leyes, planes y 
programas de inversión”. El informe de 2020 reconoce la Agenda 2030 como un 
marco desde el que abordar las transiciones demográficas y propone “la 
incorporación de la perspectiva demográfica en todas las acciones de gobierno, 
como respuesta al fenómeno creciente de la despoblación en municipios de 
menor tamaño, forma parte de una visión adaptada de la Agenda Urbana a las 
características de algunos territorios”20. 

 

Si aún no está formalizada la preceptividad del informe de impacto 
demográfico en la elaboración de las normas de la Unión Europea, ni tampoco 
del Estado, hemos constatado que son numerosos, y de peso político e 

                                                
19 Comisión Europea (2020):COM (2020) 37 final. Comunicación de la Comisión al Parlamento 
Europeo, al Consejo, al Comité Económico y Social Europeo y al Comité de las Regiones. Programa 
de trabajo de la Comisión 2020. Una Unión que lucha por más. Bruselas, 29.1.2020 
(Informe adoptado por la Comisión Europea el 17.06.2020)  
https://ec.europa.eu/info/strategy/priorities-2019-2024/new-push-european-democracy/impact-
demographic-change-europe_es 
20http://www.exteriores.gob.es/Portal/es/PoliticaExteriorCooperacion/Agenda2030/Documents/I
nforme%20de%20Progreso%202019.pdf 
https://www.agenda2030.gob.es/recursos/docs/Informe_de_Progreso_2020_Reconstruir_lo_Co
mun_.pdf 
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institucional, los pronunciamientos y compromisos en favor de su implantación. 
También se aprecia su oportunidad, con decisiones formales, por parte de esta y 
otras comunidades autónomas (CCAA). 

 
Desde el propio Consejo Consultivo hemos mostrado en reiteradas 

ocasiones la preocupación por los retos demográficos a que se enfrenta Castilla 
y León, llegando a considerar “que pone a prueba el sistema de derechos 
diseñados en la Constitución porque en el fondo es un desafío a la igualdad de 
oportunidades”21. 

 
1.3. Oportunidad. 
 
El Acuerdo 190/2019, de 12 de diciembre, de la Junta de Castilla y León, 

por el que se aprueban medidas de mejora de la regulación en el ordenamiento 
jurídico autonómico de Castilla y León para el período 2019 a 2023, en el objetivo 
1 de su anexo, sobre simplificación y mejora del ordenamiento jurídico, y medida 
1.C sobre actualización de la guía que aprueba la metodología para elaborar la 
memoria de evaluación del impacto normativo, propone la aprobación de “una 
disposición normativa que incluya la manera de realizar un estudio de impacto 
de todos los factores que ya se han establecido como obligatorios y aquellos otros 
que con posterioridad se puedan determinar, como pueden ser a título 
enunciativo, el test PYME, la unidad de mercado o el impacto demográfico”22.  

 
Si estas previsiones de la Junta de Castilla y León se llevan a efecto, 

corresponderá al Consejo Consultivo dictaminar sobre el cumplimiento por la 
Administración de la realización de la evaluación correspondiente al impacto 
demográfico, como parte del procedimiento de elaboración de las normas en las 
que proceda. 

 
En tal sentido el Consejo Consultivo de Castilla y León pretende contribuir 

con el presente informe, en el ámbito que le compete, al abordaje de los retos 
demográficos que afectan a la Comunidad, como cuestión estratégica e 
integradora del conjunto de sus políticas. 

                                                
21https://www.cccyl.es/es/sala-prensa/hemeroteca/actualidad/consejo-consultivo-acoge-
congreso-razones-quedarnos-estrate 
22 BOCyL nº 240 de 16.12.2019. http://bocyl.jcyl.es/boletin.do?fechaBoletin=16/12/2019 
(subrayado nuestro) 
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El presente informe se ha realizado en el marco de las funciones atribuidas 

por el artículo 2 (in fine) de la Ley 1/2002, de 9 de abril, reguladora del Consejo 
Consultivo de Castilla y León, y el artículo 62.1 del Reglamento de Organización 
y Funcionamiento del Consejo Consultivo de Castilla y León, aprobado por 
Resolución de 5 de febrero de 2014, de la Mesa de las Cortes de Castilla y León.  

 
Los retos demográficos a los que se enfrenta Castilla y León son la 

emigración, el envejecimiento de su población, la baja natalidad, la alta 
mortalidad y la pérdida continua de población, con la consecuente caída de la 
densidad demográfica, así como los profundos desequilibrios demográficos entre 
sus provincias y territorios.  

Ha de tenerse especialmente en cuenta que los datos que arrojan los 
indicadores demográficos analizados, y que se recogen en el Anexo 2 a este 
informe, sitúan Castilla y León en una zona de riesgo que permite calificar de 
graves sus desafíos demográficos, tanto en términos comparados con el conjunto 
de las Comunidades Autónomas, como por los desequilibrios internos. 

 
Sin embargo, la conmoción provocada por la crisis del Covid-19 ha hecho 

perder centralidad en el foco de la agenda pública y de la agenda política a los 
retos demográficos territoriales, que hasta ese momento estaban en primer 
plano: La España vacía o vaciada. 

 
A pesar de ello, tanto el documento inicial del Gobierno de España sobre 

el Plan de recuperación, transformación y resiliencia, como el remitido por la 
Junta de Castilla y León al Gobierno bajo el título de Iniciativas de recuperación 
y resiliencia en Castilla y León (octubre 2020), para la gestión del fondo de 
Recuperación europeo Plan Next Generation EU, insisten en un modelo de 
recuperación basado en la cohesión económica, social y territorial, en el marco 
del reto demográfico. Ponen el acento en el reequilibrio territorial, en la 
conectividad física y digital de las zonas más despobladas, remotas o dispersas, 
en la calidad de los servicios, en afrontar y revertir la fuga de talento y en la 
adaptación de las políticas a las necesidades y potencialidades de los territorios. 

 
Aun así no cabe ignorar el riesgo de que la demanda de fondos para la 

recuperación sea proporcional a la concentración de actividad económica y 
población, de modo que podamos asistir al restablecimiento -y tal vez a la 
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profundización- de los desequilibrios territoriales preexistentes tanto internos, 
como externos.  

 
Un reciente informe del Fondo Monetario Internacional sobre la zona euro 

señala entre las amenazas para la recuperación la incertidumbre sobre las 
perspectivas demográficas, constata que las disparidades entre países y entre 
regiones dentro del mismo país han aumentado considerablemente, y espera que 
la pandemia exacerbe las disparidades regionales y la desigualdad en la zona, 
entre otras razones por la mayor proporción de trabajos no teletrabajables y un 
tejido empresarial con más pymes en las regiones más pobres. El informe sugiere 
la focalización espacial de las políticas, tanto en lo que afecta a las 
infraestructuras como a las redes de protección social, y añade que la inversión 
en digitalización para acelerar el despliegue de la banda ancha en las zonas 
rurales, facilitar el teletrabajo y expandir los servicios públicos digitales, también 
debería ayudar23. 

 
En esta hipótesis, no hay que olvidar que la concentración de población e 

inversiones hace posible una competencia fiscal entre CCAA que refuerza la 
espiral de desequilibrios territoriales y pone en riesgo la sostenibilidad de los 
servicios públicos en las comunidades con mayores retos demográficos. 

 
El informe de impacto demográfico previo a la aprobación de determinadas 

normas podría constituir un factor de prevención efectiva de tales riesgos de 
desvertebración territorial. 

 
Cabe esperar, en coherencia con tales análisis, que la pandemia del Covid-

19 desencadene nuevos desafíos demográficos también en Castilla y León24. La 
experiencia de la reciente crisis económica permite esperar una contención 

                                                
23 FMI (2020): Informe sobre la Zona Euro correspondiente al artículo 4º del FMI (22.12.2020) 
https://www.imf.org/en/Publications/CR/Issues/2020/12/21/2020-Consultation-on-Common-
Euro-Area-Policies-Press-Release-Staff-Report-and-Statement-by-49979 
24 Consejo de la Unión Europea. Proyecto de Conclusiones del Consejo «El camino a seguir ante 
los retos demográficos». 3 de junio de 2020. 
En este Documento el Consejo EPSCO considera verosímil que la crisis de covid19 plantee nuevos 
desafíos demográficos, pero también ve en las políticas de recuperación una oportunidad para 
abordar tales retos, e invita a los Estados Miembros y a la Comisión a “fortalecer la capacidad de 
mitigar posibles nuevos desafíos demográficos que surjan debido al estallido de la pandemia 
global de covid-19 y asegurar la resiliencia de la sociedad”. 
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brusca de la inmigración exterior y, aún más, un cierto proceso de emigración de 
los inmigrantes. La emigración interior de los nacionales, que inicialmente puede 
contenerse, acabará acentuándose, a pesar de la crisis generalizada de empleo, 
por el balance subjetivo de oportunidades entre los grandes centros urbanos y 
los territorios periféricos.  

 
En sentido contrario, la crisis del Covid-19 ha supuesto también una 

revalorización de actividades de base territorial, como la producción de alimentos, 
y un cuestionamiento de los modelos globalizados de segmentación de la 
producción, por la evidencia de que, además de por sus costes económicos y 
medioambientales, generan dependencia y riesgo de desabastecimiento en 
momentos críticos. Una cierta recuperación de la noción de soberanía industrial 
puede ser una oportunidad para los territorios con retos demográficos. 

El confinamiento domiciliario, que ha mostrado la capacidad de las 
tecnologías y las redes para el teletrabajo, puede suponer un impulso definitivo 
de esta modalidad de prestación laboral que desvincula el lugar de residencia de 
la sede social o el centro de trabajo, cuyo alcance demográfico habrá que 
constatar. 

 
Por otro lado, la crisis epidemiológica, por su propia naturaleza, pone en 

cuestión los modelos de concentración de inversiones y de población, que 
multiplican la probabilidad y efectos de este y otro tipo de riesgos25. La noción 
de equilibrio en sentido amplio –también de equilibrio territorial- ha recuperado 
actualidad como factor de protección frente a riesgos de distinta naturaleza. 

 
La pérdida de foco en la agenda pública puede contribuir a que la lucha 

contra la despoblación y otros retos demográficos deje de ser un tópico. Ello 
permitirá ganar en profundidad y en calidad del debate técnico, político y social 
sobre el tema. 

 
El reciente informe de la Comisión Europea sobre El impacto del cambio 

demográfico en Europa “pone en marcha un proceso que ayudará a determinar 

                                                
25 Parlamento Europeo. Doc. cit. (2019): “la concentración excesiva de la población en ciertas 
áreas urbanas ya ha dado lugar a efectos secundarios indeseables: congestión, aumento de los 
precios de la vivienda y el transporte, contaminación, deterioro de la calidad de vida, expansión 
urbana, o la exclusión de las personas y familias más modestas de los centros urbanos”. 
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medidas y soluciones concretas, en el contexto de las lecciones aprendidas de la 
Covid-19, para ayudar a las personas, las regiones y las comunidades más 
afectadas y facilitar su adaptación a la realidad cambiante”26. 

 
En este marco cobran más sentido aquellas medidas que suponen cambiar 

el enfoque del conjunto de las políticas públicas, de modo que los riesgos 
demográficos y los contextos territoriales, económicos, sociales y culturales en 
que se producen dejen de ser invisibles tanto para el legislador, como para el 
planificador y los operadores técnico-administrativos. Es el caso del informe de 
evaluación de impacto demográfico de las normas. En tal contexto de 
oportunidad se aprueba por el Consejo Consultivo el presente informe. 

 
 

  

                                                
26 Comisión Europea, (2020): Informe de la Comisión al Parlamento Europeo, al Consejo, al 
Comité Económico y Social Europeo y al Comité de las Regiones sobre los efectos del cambio 
demográfico. COM(2020)241 final. Bruselas 17.6.2020. https://eur-lex.europa.eu/legal-
content/ES/TXT/HTML/?uri=CELEX:52020DC0241&from=ES 
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2.- Los retos demográficos de Castilla y León27. 
 
2.1. El contexto europeo. 
 
En la realidad de una UE que envejece, con bajas tasas de fecundidad, 

cuya evolución demográfica depende cada vez más del saldo migratorio exterior, 
algunas de sus regiones afrontan retos demográficos singulares como 
consecuencia del desplazamiento de jóvenes a áreas más dinámicas para 
trabajar, lo que socava el tamaño de su población y su pirámide de edad. No 
buscan solo perspectivas de empleo, también son atraídos por factores más 
generales relacionados con oportunidades y calidad de vida. 

 
“Se puede observar una disminución de la población en ciertas 

partes del este / sur de Europa (en los Estados bálticos, Bulgaria, Rumania, el 
este de Alemania, Portugal, Grecia, España, Italia, Croacia y las regiones 
centrales de Francia)”. Se trata, en general, de regiones rurales que ya tienen 
una baja densidad y son remotas, además de regiones industriales en declive. 

 
La pérdida de población puede conllevar en estas regiones riesgos 

económicos y fiscales, problemas de cobertura de servicios y nuevas necesidades 
de atención a las personas mayores28. 

 
El Comité Europeo de las Regiones advertía recientemente –sin considerar 

aún los efectos que pueden derivarse de la pandemia del Covid-19- del 
“agravamiento de los desequilibrios en la distribución de la población”, lo que le 

                                                
27 Los gráficos incorporados en este epígrafe y en el Anexo 2 de este informe son de elaboración 
propia, a partir de los datos publicados por el INE, básicamente procedentes de la estadística del 
Padrón continuo, de la estadística de movimiento natural, de migraciones, y de los indicadores 
demográficos básicos.  
No se pretende aquí un diagnóstico de la Comunidad, sino únicamente esbozar una consideración 
básica de su modelo de población y sus retos demográficos. 
28 Parlamento Europeo (2019): Perspectivas demográficas para la UE 2019. ANÁLISIS EN 
PROFUNDIDAD EPRS. Servicio de investigación del Parlamento Europeo Autor principal: David 
Eatock. Servicio de investigación para miembros del Parlamento PE 637.955 - mayo de 2019 
https://www.europarl.europa.eu/thinktank/en/document.html?reference=EPRS_IDA(2019)6379
55 
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llevaba a concluir que “el cambio demográfico constituye uno de los mayores retos 
que afrontan las regiones, ciudades y núcleos rurales de población de Europa”29. 

 
2.2. La población española. 
 
En España el modelo de población, con origen a principios del siglo XX, se 

consolida a partir de los años 60 como un proceso de ajuste de la estructura 
demográfica a la estructura productiva, en una España que dejaba de ser agraria 
y empezaba a ser industrial. El efecto territorial fue un intenso éxodo rural, que 
afectó a las regiones con más peso agrario del interior peninsular, paralelo a otro 
de urbanización acelerada, centrada en escasos núcleos urbanos, dado el modelo 
de polos de desarrollo del momento. Entrados los años 80, la reconversión 
industrial y la crisis del carbón afectó a otras zonas y regiones tras cuyo declive 
económico sobrevino su decadencia demográfica. 

 
Si nos atenemos al indicador de balance migratorio que pone en relación 

la intensidad de la expulsión con la capacidad de atracción de población de cada 
comunidad, como consecuencia de los procesos migratorios protagonizados por 
la población actual a lo largo de toda su biografía, identificamos en el grupo de 
CCAA emisoras netas de población, además de a Castilla y León, a Andalucía, 
Asturias, Castilla-La Mancha, Galicia y Extremadura. 
 

 

 

 

 

 

 

                                                
29 Comité Europeo de las Regiones (2020): Proyecto de Dictamen: Cambio demográfico: 
propuestas para cuantificar y afrontar los efectos negativos en las regiones de la UE (Pleno, 25 y 
26 de marzo de 2020) 
 https://cor.europa.eu/ES/ourwork/Pages/OpinionTimeline.aspx?opId=CDR-4647-2019 
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Gráfico 1. Balance migratorio por CCAA. 
 

 
 

(Fuente INE. Estadística del Padrón continuo y Estadística del Padrón de españoles residentes en 
el extranjero. Elaboración propia) 
 

En estas CCAA, con diferencias muy acusadas entre sí debidas a sus 
estructuras económicas y modelos de poblamiento, el declive demográfico rural 
llega a afectar a la prestación de servicios, como consecuencia de la caída de la 
demanda, lo que opera a su vez como factor de expulsión de población, “al 
incrementar las desigualdades [y el coste] en el acceso a una multiplicidad de 
servicios de demanda generalizada entre el medio rural y el urbano”, llegando a 
una situación que se retroalimenta a sí misma, agravada por el déficit de políticas 
territoriales con criterios de sostenibilidad, ecológica, económica y social30. 

                                                
30 Delgado, J.M. y Martínez, L.C. (2017) “Evolución, situación actual y perspectivas de la población 
en los pequeños municipios españoles”. Documentación Social, nº 185 (monográfico sobre 
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La expansión económica de la primera década del siglo XXI y los saldos 

migratorios exteriores extraordinariamente positivos que la acompañaron invirtieron 
en estas regiones la tendencia a la despoblación, con una recuperación demográfica 
que, en todo caso, nunca supuso convergencia con el mayor crecimiento de la 
población del conjunto de España. La crisis económica de 2008 y sus secuelas 
acabaron con el espejismo. La mayor precariedad laboral y el desarraigo de la 
población recién inmigrada trajeron de nuevo saldos migratorios exteriores 
negativos, dejando al desnudo los desequilibrios de su estructura de edades. 

 
La globalización y sus procesos de concentración de inversión, actividad y 

población en muy pocas ciudades globales, el comercio electrónico y la 
despoblación rural están afectando también a las ciudades, que ven debilitada su 
función de prestación de servicios, como antes les ocurrió a las cabeceras de 
comarca. Entre 2010 y 2019, mientras la población española se ha mantenido 
estable, 30 capitales de provincia perdieron población.  

 
La despoblación, a medida que extiende sus efectos, se convierte en un 

proceso más generalizado que afecta primero a las cabeceras (actualmente a dos 
tercios de ellas), más tarde a las pequeñas ciudades y por último a las capitales 
de provincia. 

 
En las CCAA con mayores retos demográficos, en la actualidad el medio 

rural se despuebla fundamentalmente por razones vegetativas, mientras que las 
ciudades pierden población por la emigración de sus jóvenes más formados, a 
consecuencia del tamaño y escasa diversificación de sus economías. Esto pone 
de manifiesto la dimensión regional del cambio demográfico y sus efectos, más 
allá de la diferenciación rural/urbana.   

 
El crecimiento demográfico se concentra en el entorno de los centros 

urbanos, más en el de los más dinámicos, y en las zonas con mejor comunicación, 
transporte y conectividad digital. 

 
El informe sobre España del Semestre Europeo 2020 concluye que nuestro 

país  “se enfrenta a graves desafíos causados por la despoblación (especialmente 

                                                
Riesgos demográficos y políticas públicas en la España rural. Coord. Ramos, F. y Molina, I.), pp 
37-66. 
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en las zonas rurales) y el envejecimiento” y añade que “El 80 % de los municipios 
españoles registraron una disminución de la población entre 2011 y 2018”31. 

 
2.3. Aproximación al modelo de población de Castilla y León. 
 
Castilla y León ha sido secularmente una tierra de emigración, en cada 

tiempo según su propia lógica socioeconómica. 
 
Los retos demográficos de Castilla y León, en coherencia con los 

identificados por las Directrices Generales de la Estrategia nacional frente al reto 
demográfico32, son los siguientes: 

 
• La emigración. 
 
• El envejecimiento poblacional. 
 
• La baja natalidad. 
 
• La elevada mortalidad. 
 
• La pérdida continuada de población (como consecuencia de los 

anteriores) y la consecuente caída de la densidad demográfica. 
 
A los referidos retos demográficos, en todos los cuales Castilla y León, 

junto a las demás CCAA del noroeste de España (Asturias y Galicia), se sitúa en 
zona de riesgo, habría que añadir, los fuertes desequilibrios demográficos 
internos entre provincias. 

 

                                                
31 Comisión UE (2020): Informe sobre España 2020. Semestre Europeo 2020. Bruselas 26.2.2020 
SWD(2020)508 final. https://ec.europa.eu/info/sites/info/files/2020-
european_semester_country-report-spain_es.pdf 
32 Gobierno de España (2019): Estrategia Nacional frente al Reto Demográfico. Directrices 
Generales. Ministerio de Política Territorial y Función Pública.  
https://www.mptfp.gob.es/dam/es/portal/reto_demografico/Estrategia_Nacional/directrices_ge
nerales_estrategia.pdf.pdf 
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En todos ellos Castilla y León presenta datos preocupantes, como 
consecuencia de un modelo demográfico en el que la emigración opera como 
factor desencadenante de un proceso que merma directamente la población, pero 
también indirectamente ya que da lugar a sobre-envejecimiento y 
masculinización de la estructura demográfica, puesto que es un proceso selectivo 
que afecta en cada momento más a la población joven y en mayor medida a las 
mujeres. El mayor envejecimiento y la masculinización de amplios territorios 
reducen la natalidad por la menor proporción de mujeres en edad fértil, además 
de incrementar la mortalidad, un fenómeno demográfico que se puede diferir por 
el incremento de la esperanza de vida, pero que no se puede evitar. 

 
En este modelo el envejecimiento poblacional es consecuencia del 

incremento de la longevidad, común a los países más desarrollados, pero además 
de la emigración de la población joven. La baja natalidad es consecuencia tanto 
de pautas de baja fecundidad que se observan en la UE y especialmente en 
España, como del déficit de población joven, en mayor medida de mujeres, que 
emigran a otras CCAA o al exterior, como se ha dicho. 
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Gráfico 2. Modelo de Población de Castilla y León. Esquema. 
 

 
  

Los informes de impacto demográfico habrán de partir del diagnóstico del 
modelo de población, del que se ha hecho una presentación sucinta, 
considerando el conjunto de la variables implicadas, su peso y función en el 
modelo, así como su dimensión territorial, a la escala más detallada que permitan 
los datos disponibles. 

 
Proyecciones de población. 
 
Como resultado de la dinámica de este modelo, las últimas proyecciones 

de población del INE, a 22/09/2020, que ya tienen en cuenta la sobremortalidad 
consecuencia del Covid-19 en 2020, a partir de los datos observados hasta el 
mes de julio, y la disminución previsible de la inmigración exterior –como ocurrió 
tras la crisis económica de 2008-, sin que se prevea impacto en los nacimientos 
-por falta de evidencia-, sitúan a Castilla y León y Galicia como las CCAA que más 
población perderán en el horizonte de 2035. 
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Mientras el conjunto de España ganaría casi un millón de habitantes, con 

un incremento del 2 % de su población, si se mantienen las tendencias 
demográficas actuales, Castilla y León perdería 239.054 residentes (10 %) hasta 
situarse en 2.162.176 habitantes, con un saldo vegetativo proyectado 2020-2034 
de –110,6 ‰, un saldo migratorio exterior positivo de 24,5 ‰, y un saldo 
migratorio con otras CCAA negativo de -18,5 ‰.  

 
Castilla y León es la Comunidad que más población pierde en términos 

absolutos en estas proyecciones, seguida de Galicia y Asturias. En términos 
relativos Castilla y León y Asturias rebajarían su censo en un 10 %, Extremadura 
en un 8,3 % y Galicia en un 6,6 %. La zona con mayores expectativas de pérdida 
de población se sitúa, como se ha señalado, en el cuadrante noroeste de España. 

 
Estas proyecciones constatan la tendencia al incremento de los 

desequilibrios demográficos entre CCAA, con 9, más una ciudad autónoma, que 
disminuyen su población y 8, más una ciudad autónoma, que la incrementan. La 
diferencia entre las CCAA que más población pierden y la que más gana, en 
términos relativos, es de casi 25 puntos porcentuales. De 20 entre la Comunidad 
de Castilla y León y la de Madrid, el principal destino de sus migraciones 
interiores. 

 
Estas proyecciones, más que valor predictivo, lo tienen de diagnóstico, por 

cuanto muestran el efecto que tendría la evolución observada de las variables en 
juego (fecundidad, mortalidad y migraciones) y sus valores y tendencias actuales.  

 
Desequilibrios interprovinciales. 
 
Las diferencias que se constatan entre provincias en las proyecciones de 

población son buena síntesis de sus indicadores de natalidad, mortalidad, 
migraciones y también de envejecimiento. De esta manera las provincias de 
Castilla y León, en cuando a los datos de flujo y estructura de la población, 
podrían ordenarse en tres grupos: uno de mayor riesgo demográfico, en el que 
sobresale Zamora y del que formarían parte también León y Palencia; otro, cuyos 
valores se sitúan en torno a la media de la Comunidad, en el que se encuentran 
Ávila y Salamanca, y en algunos indicadores también Soria; y un tercero, con 
valores por encima de la media de Castilla y León con las provincias de Burgos, 
Valladolid, Segovia y, respecto a algunas variables, Soria. 



 

27 
 

 

Gráfico 3. Proyecciones de población por provincias 2020-2035. 
 

 
 

La provincia de Soria destaca en la relación entre población y territorio, 
con una densidad de 8,7 habitantes por km2, muy cerca del umbral de 8 h/km2 

que la UE considera como riesgo severo de despoblación y, desde luego, muy 
por debajo de 12,5 h/km2 que determina la calificación como territorios en riesgo 
de despoblación. La siguiente con menor densidad, Zamora, la duplica. 

 
Los datos que arrojan los indicadores demográficos analizados sitúan a 

Castilla y León, como se ha visto, como una de las comunidades con más intensos 
desafíos demográficos, tanto en términos comparados con el conjunto de las 
CCAA, como por los desequilibrios demográficos internos. Comparte esa posición 
con las comunidades del noroeste de España (Galicia y Asturias). Otros informes 
incluyen en la calificación de muy vulnerables desde el punto de vista 
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demográfico a las comunidades de Asturias, Castilla y León, Galicia y País Vasco, 
citadas de mayor a menor vulnerabilidad33. 

 
  

                                                
33 Rodríguez-Domenech, Mª.A. (2016): “Vulnerabilidad demográfica en las regiones europeas 
NUTS-2. El caso de Castilla-La Mancha”. Papeles de población, vol. 22, nº 89. jul./sep. 2016. 
http://www.scielo.org.mx/scielo.php?script=sci_arttext&pid=S1405-74252016000300165#fn1 
Aplica a la Comunidad, descendiendo al nivel municipal, la metodología del índice de 
vulnerabilidad demográfica utilizado en el informe. REGIONS 2020 An Assessment of Future 
Challenges for EU Regions. Documento de trabajo de la Comisión. Noviembre de 2008 
https://ec.europa.eu/regional_policy/fr/information/publications/studies/2008/regions-2020-an-
assessment-of-future-challenges-for-eu-regions 
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3.- Marco jurídico de la evaluación de impacto demográfico. 
 
3.1. El marco comunitario y constitucional desde la perspectiva del 

principio de igualdad material. 
 
La igualdad, un valor propio de los Estados democráticos, es uno de los 

fundamentos de la UE (artículo 2 del Tratado de la UE). Este principio de igualdad 
formal cobra efectividad en el artículo 9, que lo concreta en el mandato de que 
los ciudadanos de la Unión “se beneficiarán por igual de la atención de sus 
instituciones, órganos y organismos”. 

 
Entre los fines de la UE hay que señalar, a los efectos de este informe, el 

crecimiento económico equilibrado, como fundamento del desarrollo económico 
sostenible, así como la cohesión económica, social y territorial (artículo 3.3). 

 
El Tratado de Funcionamiento de la UE recoge “la cohesión económica, 

social y territorial” entre las competencias compartidas entre la Unión y los 
Estados miembros (artículo 4.2.c). El artículo 174 concreta la acción de la UE 
encaminada a reforzar su cohesión económica, social y territorial en la reducción 
“de las diferencias entre los niveles de desarrollo de las diversas regiones y el 
retraso de las regiones menos favorecidas”. En materia de reto demográfico 
señala el mismo artículo que “se prestará especial atención a las zonas rurales, a 
las zonas afectadas por una transición industrial y a las regiones que padecen 
desventajas naturales o demográficas graves y permanentes”, citando a título de 
ejemplo las regiones árticas, insulares, transfronterizas y de montaña; sin que 
esta calificación se haya asociado a un indicador o relación de indicadores 
demográficos concretos, por instrumentos jurídicos de desarrollo.  

 
Estos objetivos de convergencia y cohesión territorial deberán ser tenidos 

en cuenta en la formulación de la política económica de los Estados, en el 
desarrollo del mercado interior, en la aplicación de los fondos con finalidad 
estructural y en la actuación del Banco Europeo de Inversiones y otros 
instrumentos financieros (artículo 175). 

 
El Pilar Europeo de Derechos Sociales, aprobado conjuntamente por el 

Parlamento, el Consejo y la Comisión el 17 de noviembre de 2017, que no tiene 
carácter vinculante, pero sí orienta las políticas sociales de la UE y de los Estados 
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miembros, contempla entre otros principios el derecho de toda persona “a un 
acceso oportuno a asistencia sanitaria asequible” (16), a cuidados de larga 
duración (18) y en general “a acceder a servicios esenciales de alta calidad, 
incluidos el agua, el saneamiento, la energía, el transporte, los servicios 
financieros y las comunicaciones digitales”, con la obligación de prestar apoyo a 
las personas necesitadas para el acceso a estos servicios (20)34. 

 
La Resolución legislativa del Parlamento Europeo, de 27 de marzo de 2019, 

sobre la propuesta de Reglamento del Parlamento Europeo y del Consejo por el 
que se establecen las disposiciones comunes relativas a la aplicación de los 
fondos europeos para el próximo periodo de gestión, contempla que las regiones 
afectadas por una transición industrial y las que padecen desventajas naturales 
o demográficas graves y permanentes deben beneficiarse especialmente de la 
política de cohesión (considerando 1), de modo que los Estados miembros, 
cuando proceda, deberán incorporar al Acuerdo de Asociación “un enfoque 
integrado para abordar los retos demográficos de las regiones o las necesidades 
específicas de regiones y zonas”, teniendo también en cuenta los retos 
demográficos en las revisiones intermedias35. 

 
En el derecho interno, el principio de igualdad está presente en la 

Constitución Española desde el artículo 1.1, como valor superior de nuestro 
ordenamiento jurídico. El artículo 14 consagra el principio de igualdad ante la ley, 
sin que pueda prevalecer discriminación alguna por cualquier condición o 
circunstancia personal o social. Pero el artículo 9.2 prescribe a los poderes 
públicos un mandato de política activa: promover las condiciones para que esa 
igualdad personal y social sea real y efectiva, no meramente formal, removiendo 
los obstáculos que impidan o dificulten su plenitud. “Esta transformación opera 
cuando se abandona en parte la concepción de la igualdad como un punto de 
partida y se defiende, sin embargo, la igualdad como una finalidad”36. 

                                                
34 El PEDS y su sistema de indicadores se ha incorporado al ciclo del semestre europeo y a los 
informes y recomendaciones sobre los estados miembros. 
https://ec.europa.eu/commission/priorities/deeper-and-fairer-economic-and-monetary-
union/european-pillar-social-rights/european-pillar-social-rights-20-principles_es 
35 https://www.europarl.europa.eu/doceo/document/TA-8-2019-0310_ES.html#title2 
 
36 Gómez Sánchez, Y. (2011): Constitucionalismo Multinivel: derechos fundamentales. Madrid. 
Sanz y Torres. Citando a RUBIO LLORENTE, F.: «Juez y ley desde el punto de vista del principio 
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De este modo el artículo 9.2 lleva la igualdad formal hasta la igualdad 

material, erigiéndose en soporte de instituciones como la discriminación positiva. 
“Al profundizar en este mandato, puede derivarse que en el Estado de Derecho 
se exige un juicio de racionalidad de las leyes que compromete la dirección de la 
norma hacia el principio de igualdad de trato y oportunidades”37. 

 
Esta orientación, coherente con el modelo de Estado social comprometido 

con políticas activas de igualdad real, efectiva o de oportunidades, implica una 
“exención de la obligación de aplicar rigurosamente el principio de igualdad ante 
y en la ley, a la vez que representa, por lo general, la obligación de asumir por 
los poderes públicos la acción transformadora que el Estado social implica”38.  

 
El artículo 9.2 supone una modulación del artículo 14, en el sentido de que 

“no podrá reputarse de discriminatoria y constitucionalmente prohibida -antes al 
contrario- la acción de favorecimiento, siquiera temporal, que aquellos poderes 
emprenden en beneficio de determinados colectivos, históricamente preteridos y 
marginados, a fin de que, mediante un trato especial más favorable, vean 
suavizada o compensada su situación de desigualdad sustancial. […] La 
modulación aludida, además de llevar a la calificación de no discriminatorias, en 
los términos del art. 14, a las acciones diferenciadoras semejantes, exige de los 
poderes públicos, enfrentados a una situación de desigualdad de origen histórico, 
la adopción de una actitud positiva y diligente tendente a su corrección” 
(Sentencia Tribunal Constitucional 216/1991)39. 

  
En el artículo 40.1 del texto constitucional se introduce el principio de 

equidad personal y territorial en la distribución de la renta, que vincula a todos 
los poderes públicos. Tanto al Estado, que viene obligado por el artículo 138.1 a 
garantizar la realización efectiva del principio de solidaridad, que implica 
promover el equilibrio económico entre las diversas partes del territorio español, 

                                                
de igualdad», en La forma del Poder (Estudios sobre la Constitución), CEPC, Madrid, 1993, pág. 
656. 
37 Pauner Chulvi, C. Función legislativa y perspectiva de género: análisis de los informes de 
impacto por razón de género. Repositorio Universidad Jaume I 
http://repositori.uji.es/xmlui/handle/10234/23467 
38 Gómez Sánchez, Y. Op. Cit. 
 
39 http://hj.tribunalconstitucional.es/es-ES/Resolucion/Show/1855 
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como a las CCAA, obligadas a velar por su propio equilibrio intraterritorial y por 
la realización interna del principio de solidaridad.  

 
Además, ha de tenerse presente que “Los principios de igualdad material 

y solidaridad que sancionan los arts. 2, 9.2, 40, 138.1 y 2 y 139 de la Constitución 
y concordantes de los Estatutos de Autonomía, y que reitera el art. 2 de la 
L.O.F.C.A., […] vinculan a todos los poderes públicos, en el ejercicio de sus 
respectivas competencias” (Sentencia Tribunal Constitucional 150/1990)40. 

 
En definitiva, tanto los Tratados de la UE como la Constitución adoptan un 

modelo de igualdad material, exigente en la aplicación de políticas activas a los 
poderes públicos que, llevadas al objeto de los retos demográficos, reclaman 
políticas territoriales y sociales de cohesión, por cuanto las desigualdades de 
hecho que los retos demográficos comportan afectan tanto a la dotación de 
infraestructuras, servicios, equipamientos, capacidad productiva instalada, 
patrimonio residencial, etc. de los territorios, como a la (des)igualdad de 
oportunidades por razón de género, edad, nacionalidad, origen o condición social 
u otras circunstancias. 

 
3.2.- El marco estatutario. 
 
El Estatuto de Autonomía de Castilla y León, a partir de la reforma operada 

por la Ley Orgánica 14/2007, de 30 de noviembre, hace por primera vez, en su 
artículo 16, proclamación explícita de los objetivos y aspiraciones de la 
Comunidad, mediante una larga lista de principios rectores de las políticas 
públicas, cabe entender que partiendo del reconocimiento de sus singularidades. 

 
El apartado 2, en el mismo sentido que los artículos 174 y 175 del Tratado 

de Funcionamiento de la UE, orienta el crecimiento económico sostenible a la 
cohesión social y territorial. El 8, en un lúcido reconocimiento de la emigración 
como factor desencadenante de los desequilibrios demográficos de la 
Comunidad, conmina a los poderes públicos a adoptar las medidas necesarias 
para garantizar “el ejercicio efectivo del derecho de los ciudadanos de Castilla y 
León a vivir y trabajar en su propia tierra, creando las condiciones que favorezcan 
el retorno de quienes viven en el exterior y su reagrupación familiar”. El 9 fija 

                                                
40 http://hj.tribunalconstitucional.es/es-ES/Resolucion/Show/1575 
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directamente como principio rector “la lucha contra la despoblación”, 
concretando los objetivos en “fijar, integrar, incrementar y atraer población”. 

 
El apartado 10 fija la prioridad de “la modernización y el desarrollo integral 

de las zonas rurales de Castilla y León, dotándolas de infraestructuras y servicios 
públicos suficientes”, y el 21 en el “desarrollo equilibrado de las infraestructuras 
tecnológicas en todo su territorio” (de la Comunidad), garantizando la igualdad 
de oportunidades en el acceso y en la formación para el uso efectivo. 

 
Sin entrar en el debate doctrinal sobre estos principios y su valor jurídico, 

no cabe duda de que en algunos casos pueden devenir en derechos subjetivos si 
así se desarrollan por el legislador (artículo 17.3) y que en todo caso “no es 
posible poner en tela de juicio la necesidad de alcanzarlas [estas misiones] ni 
sobre todo llevar a cabo actuaciones que las vulneren directamente”41. 

 
Los concretos pronunciamientos estatutarios a que hemos hecho 

referencia, más que verdaderos principios constituyen una enumeración –
priorización si se quiere, por estar contenidos en el Estatuto- de políticas públicas, 
en el ámbito de lo que hoy llamamos “el reto demográfico” y la convergencia y 
cohesión territorial. Políticas que podemos identificar con carácter transversal a 
largo de todo el texto estatutario. 

 
En el artículo 83.6, sobre la financiación autonómica, se propone la 

ponderación de criterios que eviten el reparto en función del simple peso 
demográfico relativo (decreciente en el caso de Castilla y León, como hemos 
visto), haciendo un diagnóstico sucinto de nuestras debilidades demográficas y 
territoriales: la dispersión, la baja densidad y el envejecimiento. A su vez, para la 
fijación de las inversiones del Estado en Castilla y León en infraestructuras el 
artículo 83.8 dispone la incorporación de criterios de equilibrio territorial a favor 
de las zonas más desfavorecidas. 

 
El artículo 43, que encabeza el título sobre la “Organización territorial”, fija 

los objetivos que en la materia conciernen tanto a la Comunidad como a las 
entidades locales: promover “la cohesión y el equilibrio de todos sus territorios, 
con especial atención a las zonas periféricas y a las más despobladas y 

                                                
41 Biglino Campos, P. (2007): “Derechos y principios”, en VV.AA. Derecho Público de Castilla y 
León. Valladolid. Lex Nova. 
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desfavorecidas”. En coherencia, uno de los principios de las relaciones entre estas 
instituciones es el de la “solidaridad interterritorial” (artículo 48), incluyendo, 
como principio de financiación local, en cumplimiento de lo establecido en el 
artículo 142 de la Constitución, la obligación de la Comunidad de velar por la 
“corrección de desequilibrios económicos entre las entidades locales, con el fin 
de garantizar la igualdad de acceso a los servicios públicos locales” (artículo 53).  

 
El cierre de este modelo de equilibrio territorial, tanto económico como 

demográfico, que el Estatuto propone para Castilla y León se formaliza en la 
concreción estatutaria de las políticas públicas que le den soporte, aún no 
desarrolladas: el Fondo autonómico de compensación, “con objeto de asegurar 
el equilibrio económico y demográfico dentro del territorio de la Comunidad y la 
realización interna del principio de solidaridad” (artículo 78.2); y el “Plan 
Plurianual de Convergencia Interior con el objetivo de eliminar progresivamente 
los desequilibrios económicos y demográficos entre las provincias y territorios de 
la Comunidad” (disposición adicional segunda), introduciendo aquí la pertinencia 
de que estas políticas se concreten también en ámbitos subprovinciales. 

 
3.3.- La evaluación del impacto demográfico en el procedimiento de 

elaboración de las normas 
 
3.3.1. Importancia de su tratamiento diferenciado 
 
El paradigma del Derecho administrativo es el equilibrio entre potestades 

y garantías orientado al interés general, cuya consideración exige que se 
incorpore en el procedimiento de toma de decisiones no solo la perspectiva de 
pareceres de quienes representan intereses encontrados, incluso contradictorios, 
sino también del criterio técnico-científico.  

 
Por ello se ha dicho que “En el ánimo de evitar el error, el procedimiento 

y el proceso se han diseñado como técnicas institucionales garantizadoras de la 
incorporación del mayor número de puntos de vista relevantes. Que quienes se 
pueden ver afectados por una decisión participen en ella –audi altera partem- 
evita la inconsciente tendenciosidad”42. 

  

                                                
42 Rivero Ortega, R. (2019): ¿Para qué sirve el Derecho? Bogotá. Grupo Editorial Ibáñez. 
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Es doctrina constante del Consejo Consultivo de Castilla y León la que 
considera que “la observancia del procedimiento de elaboración de las normas, 
tanto en su vertiente formal como material, opera como una garantía para la 
legalidad, acierto y oportunidad de la disposición de que se trate”. Así lo concibió 
el legislador ya desde la Ley de Procedimiento Administrativo de 17 de julio de 
1958, que preveía que “La elaboración de disposiciones de carácter general y de 
anteproyectos de Ley se iniciará por el Centro directivo correspondiente, con los 
estudios e informes previos que garanticen la legalidad, acierto y oportunidad de 
aquéllos” (art. 129).  

 
Con ambas perspectivas, se busca completar la dimensión formal y técnica 

de la calidad de las normas con un análisis de su contenido material, intentando 
evaluar su efectividad en el cumplimiento de los objetivos perseguidos, de los 
impactos que la norma tiene en el mundo real, en la esfera personal y patrimonial 
de ciudadanos y empresas, organizaciones sociales y de las propias 
administraciones públicas.  

 
En tal sentido, las normas jurídicas, por mandato constitucional, deben ser 

racionales, eficaces, eficientes, no discriminatorias, proporcionadas, y deben 
proteger los derechos constitucionales y permitir también su adecuado desarrollo43. 

 
La Comisión Europea puso en marcha en el año 2003 el programa “Legislar 

Mejor”. Ya en la Comunicación de la Comisión al Consejo y al Parlamento 
Europeo, de 16 de marzo de 2005 “Legislar mejor para potenciar el crecimiento 
y el empleo de la Unión Europea”, la Comisión recomendaba que todos los 
Estados miembros estableciesen estrategias para legislar mejor y, en particular, 
sistemas nacionales de evaluación de impacto que permitiesen determinar las 
consecuencias económicas, sociales y medioambientales de una norma44. 

 

                                                
43 De Montalvo Jääskeläinen, F. (2017): La evaluación ex post de las normas un análisis del nuevo 
modelo español, Asamblea: Revista parlamentaria de la Asamblea de Madrid, ISSN 1575-5312, 
Nº. 36, p. 148.  
44 Antes, la Ley 30/2003, de 13 de octubre, ya dio una nueva redacción al artículo 22.2 de la Ley 
50/1997, de 27 de noviembre, del Gobierno, estableciendo “un informe sobre el impacto por 
razón de género” en el procedimiento de elaboración de las Leyes, siguiendo orientaciones 
internacionales y comunitarias, entre otras la Directiva 76/207/CEE; la Comunicación (COM (96) 
67 final de 21 de febrero de 1996) o la Estrategia Marco sobre la igualdad entre hombres y 
mujeres (COM 2000, 335 final) 
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La Comunicación de la Comisión al Parlamento Europeo, al Consejo, al 
Comité Económico y Social Europeo y al Comité de las Regiones “Normativa 
inteligente en la Unión Europea” de 8 de octubre de 2010, destaca la 
consolidación de los análisis de impacto a través del programa “legislar mejor” y 
el valor añadido que aportan en el proceso de elaboración de las normas: “Las 
consultas con las partes interesadas y los análisis de impacto son ahora 
elementos esenciales del proceso normativo que han aumentado la transparencia 
y la responsabilidad y han favorecido la elaboración de políticas a partir de 
elementos concretos”45. Insiste en ello la Comunicación de la Comisión de 15 de 
abril de 2019 “Legislar mejor: haciendo balance y reafirmando nuestro 
compromiso”, que destaca una vez más la utilidad de las evaluaciones de impacto 
para la consideración conjunta de las repercusiones económicas, sociales y 
medioambientales en la toma de decisiones46.   

El Acuerdo Interinstitucional entre el Parlamento Europeo, el Consejo de 
la Unión Europea y la Comisión Europea sobre la Mejora de la Legislación de 13 
de abril de 2016 (DOUE 12/05/2016) señala que “Las evaluaciones de impacto 
deben abordar la existencia, la magnitud y las consecuencias de un problema y 
valorar si es necesaria la actuación de la Unión. Deben indicar soluciones 
alternativas y, cuando sea posible, los costes y beneficios potenciales a corto y 
largo plazo, evaluando de forma integrada y equilibrada las repercusiones 
económicas, medioambientales y sociales mediante análisis cualitativos y 
cuantitativos”47. 

 
El trabajo de la Comisión ha sido constante en esta materia, poniendo de 

manifiesto la importancia de la evaluación de impactos, tanto ex ante como ex 
post, de tal manera que los resultados obtenidos tengan influencia en la nueva 
normativa. En la UE la calidad de los informes de impacto es verificada por el 
Comité de Control Reglamentario –órgano independiente de la Comisión-, que 
realiza un control de calidad, a través de dictámenes y recomendaciones. En sus 
sucesivas declaraciones la Comisión invita a los Estados (a nivel nacional, regional 
y local) a adoptar medidas en este sentido. 
                                                
45 https://eur-lex.europa.eu/LexUriServ/LexUriServ.do?uri=COM:2010:0543:FIN:ES:PDF 
46 Comunicación de la Comisión al Parlamento Europeo, al Consejo, al Comité Económico Y Social 
Europeo y al Comité de las Regiones, “Normativa inteligente en la Unión Europea” COM(2010) 
543 final 8.10.2010. https://ec.europa.eu/info/sites/info/files/file_import/better-regulation-
taking-stock_es.pdf 
47 https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/PDF/?uri=CELEX:32016Q0512(01)&from=EN 
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En el ámbito interno de la Administración General del Estado, el Real 

Decreto 1083/2009, de 3 de julio, reguló la memoria del análisis de impacto 
normativo y la guía metodológica para su elaboración. El Real Decreto 931/2017, 
de 27 de octubre, deroga el anterior y adapta el análisis de impacto normativo a 
las previsiones de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 
Administrativo Común de las Administraciones Públicas, y a la Ley 40/2015, de 1 
de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público, dando un plazo de seis meses 
para adaptar la guía metodológica48.  

 
En Castilla y León la Ley 2/2010, de 11 de marzo, de Derechos de los 

Ciudadanos en sus relaciones con la Administración de la Comunidad de Castilla 
y León y de Gestión Pública, en desarrollo del artículo 12 del Estatuto de 
Autonomía sobre el “Derecho a una buena Administración”, da rango legal a la 
evaluación del impacto normativo en el procedimiento de elaboración de normas, 
definiéndolo en su artículo 42 como la “comparación objetiva y cuantificada de 
las ventajas e inconvenientes de las distintas opciones posibles para solucionar 
el problema que la norma pretende resolver”.  

 
El Decreto 43/2010, de 7 de octubre, por el que se aprueban determinadas 

medidas de mejora en la calidad normativa de la Administración de la Comunidad 
de Castilla y León, regula la evaluación del impacto normativo, haciendo 
referencia expresa a algunos impactos ya establecidos por la legislación sectorial 
(género y discapacidad) y de manera genérica a los impactos sociales y 
medioambientales, además de contemplar la guía metodológica de mejora de la 
calidad normativa, que fue aprobada por Orden ADM/1835/2010, de 15 de 
diciembre. 

 
La legislación sectorial ha ido contemplando la obligación de incorporar al 

proceso de elaboración de las normas, la evaluación de impactos que en algunos 
casos, por su carácter transversal, difícilmente podemos llamar sectoriales: 
 
 
 

                                                
48 http://www.mptfp.es/portal/funcionpublica/gobernanza-publica/simplificacion/impacto-
normativo.html 
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INFORMES DE IMPACTO  

 
Género. Ley 1/2011, de 1 de marzo, de Evaluación del Impacto de Género en 
Castilla y León. Artículo 2. Se incorporará también en los planes que por su 
especial relevancia económica y social se sometan a informe del CES y cuya 
aprobación corresponda a la Junta de Castilla y León. 
 
Infancia y adolescencia. La Ley 26/2015, de 28 de julio, de modificación del 
sistema de protección a la infancia y a la adolescencia, en su artículo primero, 
sobre “Modificación de la Ley Orgánica 1/1996, de 15 de enero, de Protección 
Jurídica del Menor, de modificación parcial del Código Civil y de la Ley de 
Enjuiciamiento Civil”, introduce en dicha Ley Orgánica un artículo 22 quinquies, 
referente al impacto de las normas en la infancia y en la adolescencia. 
 
Familia. La misma Ley 26/2015 añade una disposición adicional décima en la 
Ley 40/2003, de 18 de noviembre, de Protección a las Familias Numerosas, con 
el siguiente texto: “Las memorias del análisis de impacto normativo que deben 
acompañar a los anteproyectos de ley y a los proyectos de reglamentos 
incluirán el impacto de la normativa en la familia”. 
 
Discapacidad. Ley 2/2013, de 15 de mayo, de igualdad de oportunidades para 
las personas con discapacidad. Artículo 71. Hace referencia también a los 
marcos de planificación de las políticas públicas. 
 
Sostenibilidad y cambio climático. Acuerdo 64/2016, de 13 de octubre, de la 
Junta de Castilla y León, por el que se aprueban medidas en materia de 
desarrollo sostenible en la Comunidad de Castilla y León (BOCYL 17/10/16). Se 
prevé en su anexo II con la finalidad de fortalecer los mecanismos de 
integración de la sostenibilidad y el cambio climático en los procedimientos de 
elaboración normativa. 
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Unidad de mercado. Ley 20/2013, de 9 de diciembre, de garantía de la Unidad 
de Mercado. Este instrumento que se regula en el artículo 14.2 de la citada 
Ley, no obstante haberse declarado su cobertura competencial en el artículo 
149.1.13ª CE, ha perdido sin embargo buena parte de su efectividad, como 
consecuencia de la declaración de inconstitucionalidad del principio de eficacia 
en todo el territorio nacional de las decisiones administrativas sobre acceso a 
las actividades económicas efectuada por la Sentencia del Tribunal 
Constitucional  79/2017, de 22 de junio, y las posteriores Sentencias 110 y 
111/2017, ambas de 5 de octubre). 
 

 
En la actualidad el proceso evaluador del impacto demográfico se 

integraría en el proceso general de evaluación de impacto normativo por 
disponerlo así el Decreto 43/201049, reforzando uno de sus objetivos 
primordiales, el de determinar el efecto del cumplimiento de la futura norma en 
el resto de las políticas públicas, con el fin de lograr la efectividad del principio 
de coherencia de la nueva regulación con el resto de actuaciones y objetivos de 
aquéllas que recoge el artículo 42.2.d) de la Ley 2/2010.  

 
La importancia del principio de coherencia se subrayó por este Consejo en 

el Dictamen 319/2012, de 14 de junio, relativo al anteproyecto de ley de Igualdad 
de Oportunidades para las personas con discapacidad, a cuyo tenor “El análisis 
de la coherencia ordinamental de la nueva norma es especialmente necesario en 
el ámbito del Derecho antidiscriminatorio, como es el caso, ya que en él es central 
el principio de transversalidad, […] El objetivo de dicho análisis es el de ayudar 
a encontrar medidas de ajuste de todas las políticas públicas afectadas para que 
contribuyan a la consecución de los objetivos buscados y a una mejor 
identificación de los problemas”50 (En el mismo sentido, Memoria del Consejo 
Consultivo del año 2018 o dictámenes 212/2014, de 29 de mayo y 493/2019, de 
30 de octubre). 

 
La evaluación de impacto demográfico dispone también de ese carácter 

transversal, en la medida en que su finalidad principal es la de ser un instrumento 

                                                
49 El artículo 4.2 del Decreto 43/2010 establece in fine que “La evaluación de impacto normativo 
será única, comprendiendo todas las evaluaciones que la legislación sectorial prevea y se incluirá 
en la memoria, formando parte del expediente de tramitación de la norma”. 
50 https://www.cccyl.es/es/dictamenes/anteproyectos-ley/2012/dictamen-319-2012 
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eficaz para detectar desigualdades provocadas por la distinta situación y 
circunstancias de los núcleos de población y la de contribuir a la efectividad de 
principios rectores de la actuación de la Administración de la Comunidad, en 
particular, el de equilibrio territorial, que define la Ley 2/2010 (artículo 5): 

 
“n) Principio de equilibrio territorial. En la asignación de recursos y 

en la gestión de las diferentes políticas públicas, la Administración autonómica 
atenderá a la realidad territorial, fundamentalmente rural, de la Comunidad, para 
conseguir la equiparación de los ciudadanos en el disfrute sus derechos”. 

 
La evaluación de impacto demográfico puede realizarse bajo el paraguas 

que proporciona el análisis de las “consecuencias económicas” y los “impactos 
sociales” del proyecto, al que se refiere genéricamente el artículo 4.2 del Decreto 
43/2010. Ahora bien, desde la experiencia de esta Institución, la práctica 
demuestra que han sido verdaderamente escasos los proyectos normativos en 
los que se ha abordado, no ya con detenimiento, sino como simple referencia, el 
componente demográfico de la norma al amparo de aquella previsión general. 

 
Por ello, la importancia que otorga el bloque de constitucionalidad, y de 

forma especial el Estatuto de Autonomía de Castilla y León, a los problemas 
demográficos de la Comunidad y la necesidad de encontrar soluciones efectivas 
a una despoblación creciente, parecen demandar un tratamiento singularizado 
de la perspectiva demográfica en la evaluación normativa, que sirva de cauce a 
la reflexión sobre los problemas existentes y a su solución coordinada con las 
políticas particulares que se aborden por las normas en proyecto.  

Esta es la opción que respaldan a su vez las instituciones comunitarias 
cuando reclaman en la adopción de iniciativas propias “evaluaciones exhaustivas 
del impacto demográfico y territorial, realizadas en paralelo con evaluaciones del 
impacto económico, medioambiental y social, con el objetivo de que las regiones 
rezagadas se vuelvan más dinámicas y atractivas, contribuyendo así a la cohesión 
social y territorial de la Unión”51. 

 
La alternativa del tratamiento singularizado del impacto demográfico 

contribuye sin duda a reforzar el objetivo de calidad que persigue el proceso 

                                                
51 Consejo de la Unión Europea (2020): Doc. Cit.  
https://data.consilium.europa.eu/doc/document/ST-8566-2020-INIT/en/pdf 
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normativo y a la que se ordenan gran parte de los principios de buena regulación 
de los artículos 42 de la Ley 2/2010 y 129 de la Ley 39/2015: 

 
 
 

• El principio de coherencia, ya mencionado.  
 
• El de eficacia de la norma en el logro de sus objetivos. 
 
• Su eficiencia, para la racionalización de la gestión de los recursos 

públicos. 
  
• La proporcionalidad de la norma, a través de un análisis 

diferenciado de las obligaciones que impone a sus destinatarios desde la óptica 
demográfica. 

 
• El principio de transparencia que, en su faceta de acceso a los 

documentos propios del proceso de elaboración de la norma, posibilitaría el 
conocimiento del informe evaluador del impacto demográfico y con ello la 
participación activa de sus potenciales destinatarios en este aspecto52.  

 
• La evaluación singularizada aparece, por último, como un 

instrumento útil para garantizar la consecución del principio de seguridad jurídica, 
en su doble faceta relativa a la certeza de la norma y a la previsibilidad de los 
efectos de su aplicación por los poderes públicos, que distinguió la Sentencia del 
Tribunal Constitucional  273/2000, de 15 de noviembre fundamento jurídico 9) y 
que, en palabras de la Ley, permite “la toma de decisiones de las personas y 
empresas”, de tanta importancia para afrontar con éxito la cuestión tratada.  

 

                                                
52 Domínguez Álvarez, J.L. (2019): “La despoblación en Castilla y León: políticas públicas 
innovadoras que garanticen el futuro de la juventud en el medio rural”, en Cuadernos de 
Investigación en Juventud, ISSN: 2530-0091, nº 6. Incluye entre las propuestas específicas para 
combatir la despoblación y fomentar el desarrollo del medio rural, la de “Potenciar la participación 
ciudadana de los habitantes, colectivos y grupos de acción local que residen en el medio rural, 
de forma que puedan articularse políticas territoriales participadas por la población para generar 
soluciones concretas, otorgando especial importancia a los grupos de acción local, asociaciones, 
etc.”. http://investigacionenjuventud.org/?p=1639 
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En definitiva, “la articulación de una evaluación normativa ex ante extensa 
que abarque el mayor número de impactos (…) se incardina en la moderna 
concepción de un procedimiento orientado a la consecución de una regulación 
que sea eficaz y eficiente en términos jurídicos, sociales y económicos, lo que 
obliga necesariamente a analizar de manera lo más amplia y comprensiva posible 
la realidad sobre la que va incidir la disposición que finalmente se apruebe”53. 

 
3.3.2 Incorporación de la evaluación de impacto demográfico a la 

regulación autonómica. 
 
Las opciones para incorporar la evaluación del impacto demográfico al 

ordenamiento autonómico son diversas y van desde su tratamiento legal, bien en 
una ley específica que aborde los distintos factores relacionados con los retos 
demográficos o bien en la Ley que regula el procedimiento de elaboración de las 
normas, hasta su tratamiento reglamentario, como aspecto diferenciado en la 
evaluación de impacto normativo que le sirve de marco.  

 
A continuación se exponen algunas de las posibilidades apreciadas a la 

vista de la regulación vigente.  
 
A) La aprobación de una Ley frente a los retos demográficos. 
 
La aprobación de una Ley que abordase con vocación integral los 

problemas demográficos de la Comunidad sería un marco adecuado para 
incorporar su estudio en el proceso de elaboración de normas. 

  
Esta Ley transversal tendría a su vez la utilidad de identificar los principales 

aspectos que habrían de ser objeto de evaluación de impacto demográfico en la 
elaboración de otras normas, así como la de proporcionar los parámetros del 
proceso de planificación y evaluación normativa en materia demográfica54. 

 
                                                
53 García Mengual, F. (2017): “Los informes de impacto en la infancia y adolescencia y en la 
familia: aplicabilidad en el ámbito normativo”. Revista Española de la Función Consultiva ISSN: 
1698-6849, nº. 27, enero-junio, pág. 154-155. 
54 Atendiendo al intenso componente territorial del marco regulatorio de esta Ley, podría resultar 
conveniente completar y dar coherencia previamente el modelo territorial de la Comunidad, de 
acuerdo con las previsiones de la Ley 10/1998, de 5 de diciembre, de Ordenación del Territorio 
de la Comunidad de Castilla y León. 
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Este es el modelo que adopta por ejemplo el proyecto de ley gallega de 
impulso demográfico, ya citado55, cuya adopción se ampara en muy diversos 
títulos competenciales. Señala su exposición de motivos que “Así, junto a la 
competencia autonómica en materia de fomento y planificación de la actividad 
económica en Galicia (artículo 30.1.Uno del Estatuto de autonomía), las 
previsiones de la ley encuentran su fundamento en otros títulos competenciales 
más específicos entre los que procede destacar los relativos al régimen local, a 
la ordenación del territorio y del litoral, urbanismo y vivienda, obras públicas, 
carreteras y transporte, puertos, montes, pesca, turismo, asistencia social y 
medio ambiente (artículo 27, números 2, 3, 7, 8, 9, 10, 15, 21, 23 y 30, del 
Estatuto de autonomía); régimen jurídico de la Administración Pública de Galicia 
y régimen estatutario de su funcionariado y contratos (artículo 28, números uno 
y dos, del Estatuto de autonomía); industria, agricultura, ganadería y comercio 
(artículo 30.1. Dos, Tres y Cuatro del Estatuto de autonomía), educación y 
sanidad (artículos 31 y 33 del Estatuto de autonomía)”. Como se indicó 
anteriormente, el proyecto de ley inserta en el procedimiento de elaboración de 
las normas y programas un análisis de su impacto demográfico, elaborado 
conforme a las directrices, criterios y metodologías predeterminados por el 
órgano competente en materia de dinamización demográfica (art. 8). 

 
Otro referente puede ser el “Anteproyecto de ley de medidas económicas, 

sociales y tributarias frente a la despoblación y para el desarrollo del medio rural 
en Castilla-La Mancha”56. Su exposición de motivos da cuenta también de las 
distintas competencias autonómicas que entran en juego en la materia 
“ordenación del territorio, urbanismo y vivienda, (artículo 31.1.2 del Estatuto de 
Autonomía), obras públicas de interés para la región (31.1.3), carreteras y 
caminos, y transporte terrestre (art 31.1.4), agricultura y ganadería e industrias 
agroalimentarias (art 31.1.6), tratamiento especial de zonas de montaña (art 
31.1.9) planificación y fomento de la actividad económica de la región (31.1.12), 
artesanía (art 31.1.14), fomento de la cultura e investigación (31.1.17) , turismo 

                                                
55 https://www.google.com/url?sa=t&rct=j&q=&esrc=s&source=web&cd=&ved=2ahUKEwiI-
pGdzfXpAhWKFxQKHYZBC3sQFjABegQIARAB&url=https%3A%2F%2Fficheiros-
web.xunta.gal%2Ftransparencia%2Fnormativa-tramitacion%2Fpolitica_social%2FPS_aprobada-
Consello-lei-impulso-demografico_cas.pdf&usg=AOvVaw3u5KTv4C0jtp1HxfWiJngk 
56 El 2º borrador de octubre de 2020, junto con otros documentos relacionados, disponible en 
https://www.castillalamancha.es/gobierno/vicepresidencia/estructura/comretdem/actuaciones/a
nteproyecto-de-ley-de-medidas-econ%C3%B3micas-sociales-y-tributarias-frente-la-
despoblaci%C3%B3n-y-para-el  
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(31.1.18), promoción del deporte y ocio (31.1.19), asistencia social y servicios 
sociales (art 31.1,20), industria e instalaciones de producción, distribución y 
transporte de energía (art 31.1.27), montes, aprovechamientos y servicios 
forestales (art 32.29) sanidad (32.3) y medio ambiente (art 32.7)”. Por su parte, 
en su artículo 8, prevé que en el procedimiento normativo y de elaboración de 
planes y programas se incorpore “un informe sobre impacto demográfico, 
teniendo en cuenta la perspectiva de género, que analice los posibles efectos 
sobre las zonas rurales con problemas de despoblación y establezca medidas para 
adecuarla a la realidad del medio rural y para luchar frente a la despoblación”. 
Añade que “2. En la elaboración de los presupuestos regionales se tomarán en 
consideración indicadores que permitan integrar el impacto demográfico y de 
lucha frente a la despoblación en las políticas presupuestarias. 3. En la memoria 
de los presupuestos se individualizará el gasto en las políticas activas de lucha 
contra la despoblación recogidas en la ERD Y ERDR” (siglas que hacen referencia 
a la “Estrategia Regional frente a la despoblación” y a la “Estrategia Regional de 
Desarrollo Rural”, respectivamente). Al igual que en el proyecto gallego, se prevé 
que el informe de impacto demográfico se elabore conforme a las directrices y 
metodología que fije el centro directivo competente en materia demográfica. 

 
La Comunidad Autónoma de Extremadura ha iniciado también el 

procedimiento de elaboración de un “Anteproyecto de ley de medidas ante el reto 
demográfico y territorial”, tal como da cuenta la consulta previa publicada en su 
Portal de Transparencia el 13 de noviembre de 2020, norma con la que se 
pretenden impulsar, de forma transversal, políticas demográficas y de desarrollo 
territorial,  al amparo de los distintos ámbitos competenciales que enuncia la 
consulta: “fomento del desarrollo económico y social dentro de los objetivos de 
la política económica nacional (artículo 9.1.7), agricultura, ganadería y pastos e 
industrias agroalimentarias (artículo 9.1.12), creación y regulación de 
denominaciones de origen y otras menciones de calidad (artículo 9.1.13), caza y 
explotaciones cinegéticas, pesca fluvial y lacustre y acuicultura (artículo 9.1.14), 
organización, funcionamiento y régimen de las cooperativas y entidades 
asimiladas, fomento de la economía social (artículo 9.1.17), políticas de igualdad 
de género (art.9.1.29), urbanismo y vivienda (artículo 9.1.31) ordenación del 
territorio (artículo 9.1.32), desarrollo sostenible del medio rural y tratamiento 
especial de las zonas de montaña (artículo 9.1.34), y obras e infraestructuras 
públicas de interés regional (artículo 9.1.38)”. 
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En el caso de Castilla y León, las competencias estatutarias ampararían 
sobradamente la adopción de una ley similar, que podría contar además con el 
referente de la Ley 45/2007, de 13 de diciembre, para el Desarrollo Sostenible 
del Medio Rural, cuyo objeto es el de “regular y establecer medidas para 
favorecer el desarrollo sostenible del medio rural en tanto que suponen 
condiciones básicas que garantizan la igualdad de todos los ciudadanos en el 
ejercicio de determinados derechos constitucionales y en cuanto que tienen el 
carácter de bases de la ordenación general de la actividad económica en dicho 
medio” y que “sin perjuicio de las competencias atribuidas a las Comunidades 
Autónomas en sus respectivos Estatutos de Autonomía, determina objetivos para 
las políticas de desarrollo rural sostenible de las Administraciones Públicas, (…)” 
(art. 1). Esta ley ofrece un marco idóneo para enfocar muchos de los problemas 
relacionados con la despoblación y el desarrollo rurales desde una variedad de 
planos y para una diversidad de circunstancias57 y cuenta entre sus objetivos 
generales con el de “Mantener y mejorar el nivel de población del medio rural y 
elevar el grado de bienestar de sus ciudadanos, asegurando unos servicios 
públicos básicos adecuados y suficientes que garanticen la igualdad de 
oportunidades y la no discriminación, especialmente de las personas más 
vulnerables o en riesgo de exclusión” (art. 2). Más en concreto señala que las 
políticas de desarrollo rural sostenible que adopten las Administraciones Públicas 
derivadas de la Ley deberán “Tomar en consideración las necesidades 
particulares de los ciudadanos del medio rural en la definición y aplicación de las 
políticas y medidas de protección social, adecuando los programas de atención 
social” (art. 2.2 d). 

 
A su vez, la Ley 7/2013, de 27 de septiembre, de Ordenación, Servicios y 

Gobierno del Territorio de la Comunidad de Castilla y León, contiene elementos 
de guía generales para una eventual ley que abordara el reto demográfico. En 
este sentido, en el terreno de los principios, y con la finalidad de garantizar la 
igualdad de acceso de los ciudadanos a los servicios autonómicos, impone a la 

                                                
57Collantes Gutiérrez, F. y Pinilla Navarro, V. (2019): “Visión panorámica y análisis del problema 
de la despoblación del mundo rural”, en García-Moreno Rodríguez, F. (Dir.) La despoblación del 
mundo rural. Algunas propuestas (prácticas y realistas) desde los ámbitos jurídico, económico y 
social para tratar de paliar o revertir tan denostado fenómeno. Aranzadi ISBN: 978-84-1309-577-
6, 1ª edición, nov. 2019. Así lo entienden estos autores cuando demandan “que se dé una 
oportunidad a esta ley, tristemente caída en el olvido antes siquiera de haber sido aplicada”. 
 
 



 

46 
 

Administración autonómica la obligación de atender a la realidad territorial, 
especialmente la rural, en la prestación de sus servicios y en la gestión de sus 
políticas. A tal fin, según su artículo 13, “constituirá un principio rector de sus 
políticas públicas la modernización y el desarrollo integral de las zonas rurales, 
dotándolas de infraestructuras y servicios públicos suficientes” (reiteración del 
art. 16.10 del estatuto de Autonomía) y, en los términos que detalla, contempla 
la aprobación de estándares mínimos de cobertura para cada uno de los servicios 
autonómicos a que se hace referencia en el artículo 11, esto es, los servicios 
esenciales (asistencia sanitaria, servicios sociales básicos, educación obligatoria 
y salud pública) y para los de agricultura, ganadería y desarrollo rural, economía 
y empleo, más los servicios y equipamientos culturales. 

 
En cualquier caso, la aprobación de una ley que aborde con generalidad 

el reto demográfico en la línea apuntada parece el propósito del actual Gobierno 
autonómico que recientemente, el 4 de noviembre de 2020, ha iniciado el 
procedimiento de elaboración de un anteproyecto de Ley de Dinamización 
Demográfica de la Comunidad de Castilla y León, mediante consulta previa 
publicada en el Portal de Gobierno Abierto, opción que se plantea en el texto de 
la consulta como única de las posibles soluciones regulatorias y no regulatorias a 
la cuestión, al indicar expresamente que “No hay alternativa a la elaboración de 
esta ley dado su carácter global y transversal y sin precedentes normativos 
previos”. 

 
Como objetivo del anteproyecto, la consulta se refiere al de “incorporar la 

perspectiva demográfica en el diseño y desarrollo de todas las políticas públicas, 
con el fin de que contribuyan a fijar, integrar, incrementar y atraer población, 
garantizando la igualdad, de acuerdo con la ordenación territorial, en el acceso a 
los servicios básicos y las oportunidades de todos los ciudadanos con 
independencia del lugar en el que habiten”. 

 
Destaca a su vez cuatro objetivos específicos: 
 

• Promover una mayor sensibilización hacia los valores y 
posibilidades del medio rural. 

 
• Propiciar la diversificación productiva para ampliar la base 

económica y social del medio rural. 
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• Fomentar la colaboración público-privada en proyectos de 
dinamización demográfica. 

 
• Fomentar la participación pública en la elaboración, realización y 

seguimiento de planes y actuaciones en materia de dinamización demográfica. 
 
La consulta considera necesario y oportuno contar con un marco regulador 

que configure una auténtica “política demográfica”, que incorpore la perspectiva 
demográfica en el diseño y desarrollo de todas las políticas públicas y potencie 
todas las actuaciones dirigidas a la dinamización de la población de Castilla y 
León, consolidación y accesibilidad a los servicios públicos, generación de 
crecimiento económico y social en el territorio de Castilla y León, así como retorno 
al territorio. 

 
A la nota de transversalidad parece responder también, desde el punto de 

vista orgánico, la reciente creación del Grupo de Trabajo Interconsejerías de 
Dinamización Demográfica, llevada a cabo por el Acuerdo de la Junta de Castilla 
y León 88/2020, de 25 de noviembre58, grupo que será coordinado por el centro 
directivo competente en materia de impulso y coordinación de las políticas 
relativas al reto demográfico, actualmente integrado en el organigrama de la 
Consejería de Transparencia, Ordenación del Territorio y Acción Exterior. 

 
B) La modificación de la Ley 3/2001, de 3 de julio, del Gobierno y de la 

Administración de la Comunidad de Castilla y León. 
 
Alternativamente a la solución anterior, la introducción a nivel legal de la 

evaluación de impacto demográfico puede efectuarse en la norma reguladora del 
procedimiento de elaboración de las normas en el que la evaluación se inserta.  

 
Esta opción puede tener una más ágil materialización que la anterior, en 

la medida en que la regulación del “Procedimiento de elaboración de las normas” 
que se contiene en el Capítulo III del Título VI de la Ley 3/2001 parece necesitar 
de una pronta modificación por distintos motivos59: 

                                                
58 http://bocyl.jcyl.es/boletines/2020/11/30/pdf/BOCYL-D-30112020-25.pdf 
59 Sobre esta cuestión puede consultarse Martín Lorenzo, B.: “La elaboración de normas en 
Castilla y León: impacto de la reforma administrativa tras la Ley 39/2015 y la STC 55/2018”, 
Revista Jurídica de Castilla y León núm. 46, septiembre de 2018. 
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a) El pronunciamiento de la Sentencia del Tribunal Constitucional 

55/2018, de 24 de mayo. 
 
Esta Sentencia exceptúa de la aplicación del Título VI de la Ley 

39/2015 aquellos aspectos que pertenecen a la potestad de autoorganización de 
la Comunidad Autónoma. Es decir, la normativa básica reguladora del 
procedimiento administrativo común contenida en el Título VI de la Ley 39/2015 
a este respecto, no resulta de aplicación a la iniciativa legislativa autonómica, lo 
que determina la necesidad de establecer una regulación propia del 
procedimiento para su ejercicio. 

 
b) La adecuada coordinación de los trámites participativos de 

consulta previa, audiencia e información públicas, con la modalidad de 
participación prevista en el Título III de la Ley 3/2015, de 4 de marzo, de 
Transparencia y Participación Ciudadana de Castilla y León.  

 
La descoordinación existente entre tales normas se puso de 

manifiesto en los dictámenes nº 477/2014, de 9 de octubre, sobre el anteproyecto 
de ley de Transparencia y Participación Ciudadana de Castilla y León, en el nº 
170/2017, de 26 de abril, emitido sobre el anteproyecto de Ley de Medidas 
Tributarias y Administrativas (aprobada posteriormente como la Ley 2/2017, de 4 
de julio) y, últimamente, en el dictamen nº 381/2020, de 19 de noviembre, sobre 
el anteproyecto de ley de medidas tributarias, financieras y administrativas, que 
procede de nuevo a modificar el procedimiento de elaboración de las normas 
autonómicas contemplado en la Ley 3/2001. Ahora bien, esta última modificación 
introduce si cabe mayor confusión en este punto, lo que ha dado lugar a la 
formulación de una observación sustantiva por el Consejo Consultivo al 
considerarla “contraria al principio de seguridad jurídica (…)”. 

 
c) La necesidad de una regulación más acabada del contenido de la 

Memoria. 
 

                                                
https://www.jcyl.es/web/jcyl/AdministracionPublica/es/Plantilla100Detalle/1248367026092/Publi
cacion/1284821880659/Redaccion 
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En la regulación de la Memoria, la Ley 3/2001 omite la referencia a 
elementos centrales de las políticas de mejora regulatoria, como la evaluación de 
impacto normativo o la de impacto administrativo. En el Dictamen 170/2017 se 
hizo referencia a esta cuestión, que de nuevo se obvia en la última modificación 
del procedimiento normativo, en la que se acentúa aún más la ausencia de 
delimitación legal de tales instrumentos, ya que se limita a mencionar que “El 
anteproyecto o proyecto irá acompañado de una memoria que justifique el 
cumplimiento de los principios de buena regulación y cuyo contenido se 
determinará reglamentariamente” (art. 76.3). 

 
d) Otras cuestiones.  
 
Junto a los anteriores, cabe mencionar otros aspectos de 

conveniente precisión, como la separación temporal de los trámites de audiencia 
externa e interna a fin de dotar al primero de auténtico valor, mediante su toma 
en consideración en una fase posterior de audiencia interna; la diferenciación 
entre los reglamentos independientes y los ejecutivos de los Consejeros, desde 
la óptica de la diferente tramitación necesaria para cada una de las tipologías; o, 
en definitiva, la oportunidad de una reforma integradora que aúne en un solo 
texto tanto el procedimiento de elaboración previsto en la Ley 3/2001, como los 
principios de buena regulación recogidos en la Ley 2/2010 y, a su vez, los 
instrumentos de planificación normativa, carente de regulación, y de evaluación 
ex post, que cuenta con una mínima mención en la Ley 2/2010.  

 
C) La modificación del Decreto 43/2010, de 7 de octubre, por el que se 

aprueban determinadas medidas de mejora en la calidad normativa de la 
Administración de la Comunidad de Castilla y León. 

 
Otro marco para la incorporación de la evaluación de impacto demográfico 

en el proceso de elaboración de las normas lo ofrece la modificación del Decreto 
43/2010. Esta es la alternativa que parece tomar además el legislador 
autonómico, al omitir en la última modificación de la Ley 3/2001, cualquier 
regulación sobre el contenido de la Memoria, tarea que difiere íntegramente al 
desarrollo reglamentario, tal como se indicó anteriormente. 

 
A través de esta modificación reglamentaria se incorporaría el impacto 

demográfico al contenido de la evaluación de impacto normativo que detalla 
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actualmente el artículo 4.2 del Decreto 43/2010, en el que ya se hace mención 
de determinados impactos singulares. 

 
La modificación de la regulación de la evaluación de impacto normativo 

que aquí se plantea como opción, debiera a su vez ir acompañada de la reforma 
de otros aspectos que afiancen y den certeza a este instrumento como la pieza 
clave que es del proceso de elaboración de la norma, cuestión que no se ve 
favorecida por su configuración actual, pues su elaboración se vincula a factores 
alejados de su finalidad, que no es otra que la de avanzar en el camino de la 
calidad de las normas, identificando las metas de las políticas públicas, la 
necesidad de su regulación y la forma más efectiva y eficiente de alcanzar los 
fines de tales políticas60. 

 
A este respecto, hay que tener en cuenta que el artículo 4.1 del Decreto 

43/2010 excluye de evaluación de impacto normativo a los anteproyectos de 
leyes de presupuestos y de medidas financieras y a los proyectos de decreto no 
sometidos a informe preceptivo del Consejo Económico y Social (CES).  

 
Deteniéndonos solo en los proyectos de decreto, la Ley 4/2013, de 19 de 

junio, por la que se modifica la organización y el funcionamiento de las 
instituciones propias de la Comunidad de Castilla y León, redujo de un modo 
importante los reglamentos sometidos a informe previo del CES y, con ello, los 
sujetos a la evaluación de impacto normativo, que aparece ligada a la 
intervención en el procedimiento de tal Institución. Así, frente a la redacción 
inicial del artículo 3.1.a) de la Ley 13/1990, de 28 de noviembre, del Consejo 
Económico y Social (al que se remite el artículo 4.1.b del Decreto 43/2010), que 
generalizaba la función de informe previo del CES sobre todos “los proyectos de 
Ley y de Decreto relacionados con la política socioeconómica”, la redacción 
vigente la limita en el caso de reglamentos a los “proyectos de decretos que 
posean una especial trascendencia en la regulación de las indicadas materias”, 

                                                
60Con esta finalidad, la Recomendación del Consejo de la OCDE sobre Política y Gobernanza 
Regulatoria de 22 de marzo de 2012 propone el integrar la Evaluación de Impacto Regulatorio 
(EIR) a las primeras etapas del proceso de diseño de políticas públicas para formular proyectos 
regulatorios nuevos.  
https://www.oecd.org/gov/regulatory-policy/Recommendation%20with%20cover%20SP.pdf 
Antecedente (1995): Recomendación del Consejo para Mejorar la Calidad de la Regulación 
Gubernamental [C(95)21/FINAL] Primera declaración sobre principios regulatorios comunes a los 
Estados miembros. 
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sin ofrecer además criterios que permitan objetivar tal concepto, inconveniente 
que por derivación afecta en último término al proceso de producción normativa 
en un aspecto tan relevante como es el de la preceptividad de la evaluación de 
impacto normativo61.  

 
Este problema se apunta también en el Dictamen de este Consejo 

nº212/2014, de 29 de mayo. 
 
D) La adaptación de la Orden ADM/1835/2010, de 15 de diciembre, por la 

que se aprueba la Guía metodológica de mejora de la calidad normativa, en 
aplicación del Decreto 43/2010, de 7 de octubre 

 
Por último, cabe indicar que la introducción de la necesidad de realizar la 

evaluación de impacto demográfico por vía legal o reglamentaria, con la 
definición de sus rasgos esenciales, haría conveniente a su vez la precisión de la 
metodología a seguir para su correcta realización, cuestión que bien pudiera 
abordarse mediante su especificación en la Guía aprobada por la Orden 
ADM/1835/2010.  

 
Esta es la finalidad a la que parece ordenarse el Acuerdo de la Junta de 

Castilla y León 190/2019, de 12 de diciembre, que ha proyectado a medio plazo 
una actualización de esta Guía para especificar la manera de realizar, entre otros, 
un estudio de impacto demográfico dentro de la finalidad de simplificación y 
mejora del ordenamiento jurídico (medida 1.C, objetivo 1 de su anexo). 

 
Expuestos hasta aquí algunos de los cauces existentes para integrar en el 

ordenamiento autonómico el examen de la cuestión demográfica, en un contexto 
que propicia la reforma, su materialización práctica se plasmaría en el que 
venimos llamando “informe de impacto demográfico”, cuyas utilidades, 
características y metodología se plantean a continuación. 

 
  

                                                
61 Martín Lorenzo, B. Op. Cit. 
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4.- El informe de impacto demográfico. 
 
4.1. Antecedentes. Los informes de impacto, más que un trámite. 
 
El Real Decreto 931/2017, de 27 de octubre, por el que se regula, para el 

ámbito de la Administración General del Estado, la Memoria del Análisis de 
Impacto Normativo, constata que “actualmente, tanto la Unión Europea como la 
Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE) defienden 
una regulación inteligente que permita dinamizar la actividad económica, 
simplificar procesos y reducir cargas administrativas, siendo la evaluación ex 
ante, a través de las memorias del análisis de impacto de las normas uno de los 
instrumentos clave para alcanzar dicho objetivo”.  

 
Hay coincidencia de doctrina respecto a la relevancia de las evaluaciones 

de impacto en la calidad normativa. El artículo 1.4 de la Orden ADM/1835/2010, 
de 15 de diciembre, señala muy acertadamente que “La inversión dedicada a 
elaborar una regulación con mejor calidad multiplica el rendimiento de las 
políticas públicas que se implementan desde las Administraciones que a su vez 
proveerán de más y mejores servicios a la comunidad”62. Sin embargo, la práctica 
muestra la dificultad de normalización de una cultura política y administrativa que 
considere las evaluaciones de impacto como una inversión y no como un puro y 
engorroso trámite que consume tiempo y recursos que resultan de escasa 
utilidad, aunque necesarios para sortear el control de los órganos consultivos y 
jurisdiccionales, en su caso. 

 

La memoria del Consejo de Estado de 2003, primer año de aplicación del 
informe de impacto de género en cumplimiento de la Ley 30/2003, de 30 de 
octubre, señalaba que, “en términos generales, no se ha cumplido”, e insistía en 
la necesidad de que se considerase “un instrumento al servicio de la 
transversalidad de las políticas”. Señalaba que “la elaboración del informe sobre 
el impacto de género no es fácil, ni es admisible que degenere en un trámite 
convencional o de cumplimiento rutinario”. Finalmente, y en función de la 
experiencia comparada, recomendaba “la necesidad de que en los respectivos 
                                                
62 Orden ADM/1835/2010, de 15 de diciembre, por la que se aprueba la Guía metodológica de 
mejora de la calidad normativa, en aplicación del Decreto 43/2010, de 7 de octubre, por el que 
se aprueban determinadas medidas de mejora en la calidad normativa de la Administración de la 
Comunidad de Castilla y León. 
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Departamentos existan responsables competentes para llevar a cabo la 
evaluación del impacto de género, promoviendo la formación de especialistas en 
la materia”. 

 
El Dictamen del Consejo de Estado 803/2006, de 22 de junio, sobre el 

anteproyecto de Ley Orgánica de Igualdad entre Mujeres y Hombres, ya advirtió 
que “con demasiada frecuencia, el informe en cuestión [de impacto de género] 
se limita a un escueto párrafo en el que se afirma -sin mayor razonamiento- que 
la norma proyectada afecta por igual a hombres y a mujeres. El Consejo de 
Estado ha llamado la atención en distintas ocasiones sobre la futilidad de un 
informe de tal alcance, apuntando el contenido que ha de dársele en función del 
fundamento de su exigencia o censurando su carácter escueto o estereotipado, 
frente a la evidencia de un impacto sobre el que no se informa”. Y añade “que 
dicho informe ‘no significa un análisis del texto sobre diferencias normativas de 
trato en función de género, las cuales están, en principio, vedadas 
constitucionalmente salvo que se trate de medidas de acción positiva, sino 
plantear si una medida formalmente neutra puede tener incidencia desigual entre 
hombres y mujeres’ (…) no sólo en un sentido formal sino en el sentido material 
a que responde la exigencia legal de tal informe". 

 
El Consejo Consultivo de Castilla y León ha constatado también en 

reiteradas ocasiones que el análisis de los impactos exigidos por la ley que se 
incorporan a la memoria justificativa de los proyectos normativos con frecuencia 
adolece de excesivo formalismo, limitándose a la mera afirmación o negación de 
la existencia de dichos impactos positivos o negativos, prácticamente sin base 
empírica, motivación o justificación alguna.  

 
Así, en la memoria del Consejo de 2018 se advertía “de cierta generalidad 

en muchos procedimientos de elaboración normativa, en la medida que constata 
que los informes parecen responder a modelos previos que no realizan un 
concreto examen entre el contenido del proyecto normativo y los impactos a 
valorar”.  

 
Sobre el particular, la memoria citaba el Dictamen 156/2010, de 18 de 

marzo, relativo al anteproyecto de Ley de Medidas de Evaluación del Impacto de 
Género en Castilla y León, que respecto dicho informe formulaba la siguiente 
observación que puede generalizarse al resto de informes sobre impacto: “no 
debe convertirse en un mero trámite que se despache con un informe tipo, vacuo 
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y vano que no aporte valoración alguna, sino que debe realizar un análisis 
riguroso de todos los aspectos y circunstancias que permitan valorar la incidencia 
que la futura norma tendrá, o podrá tener, en los ámbitos (normativo y 
administrativo) o colectivos (género, infancia, adolescencia, familia y 
discapacidad) a que se refieren”. 

 
No es tampoco infrecuente que se ignoren impactos directos y evidentes 

no solo negativos, sino también positivos de las normas que se proyectan, 
seguramente como consecuencia de un tratamiento rutinario, de puro trámite o 
de mero formalismo de tales informes. (A título de ejemplo, Dictamen 436/2020, 
de 22 de diciembre de 2020). 

 
Se trata, por tanto, de superar el acusado formalismo constatado en estos  

procedimientos, ya caduco en la cultura jurídica y “avanzar en la línea de 
entender la dogmática jurídica como una empresa técnica, que debe hacer el 
mayor uso posible del conocimiento científico (empírico y conceptual) […] Una 
dogmática que tenga un carácter más interdisciplinario y sea menos la labor de 
individuos aislados, que se muestre más abierta hacia la ciencia empírica (y 
muestre más interés por las consecuencias sociales de las soluciones 
dogmáticas), preocupándose más por el Derecho en acción”, lo que implica la 
utilización de métodos y técnicas propios de las ciencias sociales, cuya utilización 
todavía es escasa pero no desconocida63.  

 
“Al enfoque tradicional, que centraba la calidad de las normas en 

sus aspectos formal y técnico-jurídico, se ha añadido la perspectiva 
socioeconómica, que incorpora la preocupación por la utilidad de la norma para 
contribuir de modo eficaz y eficiente al crecimiento económico y al incremento 
del bienestar social, de forma que la calidad normativa adquiere un significado 
más amplio y se convierte en una materia transversal y de carácter 
multidisciplinar”. Así la evaluación ex ante deviene esencial para la elaboración 

                                                
63 Ponce, J. y Villoria, M. (2020): “Presentación del Anuario y Estudio introductorio a la edición de 
2019: el impacto de la pandemia de COVID-19”, en VVAA, Anuario del Buen Gobierno y de la 
calidad de la regulación 2019. Fundación Democracia y Gobierno Local. Citan a Courtis, C. (coord.) 
(2006), Observar la ley: ensayos sobre metodología de la investigación jurídica, sobre la falta de 
análisis empíricos en la investigación jurídica en general y su necesidad. 
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de las normas y el diseño de políticas públicas, para asegurar su acierto, la calidad 
del ordenamiento y la buena administración64. 

 
El propio Tribunal Supremo señalaba en Sentencia de 5 de diciembre de 

2016 (rec. núm. 378/2013) la importancia de los informes de impacto social 
dentro del contenido de la memoria de análisis de impacto normativo: “La 
ponderación del impacto social contribuye a la revalorización de un procedimiento 
que no puede ser contemplado como una mera formalidad, en tanto que garantía 
de la efectividad de los derechos de los ciudadanos”. Constata, sin embargo,  que 
“ha llevado más tiempo en dejarse sentir, pese a su indubitada conexión, por una 
parte, con el concepto de la sostenibilidad social, ya recogido incluso por la propia 
Constitución (artículo 135.4), y del que no parece irrazonable deducir la 
necesidad de requerir un esfuerzo complementario de motivación para explicar 
las razones que llevan a la adopción de determinadas normativas que inciden 
negativamente sobre los derechos sociales […] y, por otra parte, con el derecho 
a la buena administración, contemplado en el artículo 41 de la Carta Europea de 
Derechos Fundamentales, que en su germen lleva también la procedencia de 
observar un deber de cuidado en la adopción de las decisiones con la debida 
ponderación de todos los intereses y hechos relevantes; y ello ha de encontrar 
adecuado reflejo en la memoria del análisis de impacto normativo”. 

 
Estos antecedentes respecto a los informes preceptivos de impacto 

señalan las dificultades y probablemente las resistencias de la Administración a 
la hora de incorporar este tipo de procesos de evaluación previa en la elaboración 
de normas cuyo procedimiento es ya de sí complejo y largo. Por ello es preciso 
que la relevancia de un nuevo informe de impacto se incorpore a la cultura 
administrativa como un proceso con entidad, metodología y contenidos propios, 
y no como una nueva traba en el prolijo procedimiento para la aprobación de la 
norma. Desde el inicio de su elaboración debe proporcionar información útil tanto 
para toma de decisiones políticas, como para el trabajo técnico-jurídico.  

 
En este epígrafe no pretende presentarse una guía para la evaluación del 

impacto demográfico, sino únicamente un punto de referencia inicial para la 
necesaria reflexión metodológica que pueda llevar a su elaboración, que 

                                                
64 Sánchez, R.; Bueno, F. y García, A. (2019): “La evaluación ex ante. Una visión de la Oficina de 
Coordinación y Calidad Normativa, Información Comercial Española, marzo-abril (Monográfico 
sobre La mejora de la regulación) pp. 23-36. 
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necesariamente deberá ser muy abierta. Su característica tiene que ser la 
flexibilidad, ya que la adecuación metodológica debe ser una decisión facultativa 
para la adaptación del informe al objeto y naturaleza de la norma, a la extensión 
y profundidad de los impactos esperados, así como a la sensibilidad social 
respecto a los mismos. 

 
4.2. Aportación de valor de los informes de impacto. 
 
La evaluación del impacto normativo forma parte de una cultura jurídico-

administrativa en la que la calidad de las normas pretende imponerse sobre la 
cantidad. En tal sentido el procedimiento y, como parte de él, los informes de 
impacto han de concebirse como una inversión en la aceptabilidad, la fluidez de 
aplicación y la obtención de los resultados esperados. 

 
Entre las aportaciones de valor que pueden conllevar los informes de 

impacto en general y de impacto demográfico en particular, destacamos las 
siguientes: 
 

• Contribuyen a mejorar la calidad normativa, tanto en sus aspectos 
jurídico-formales, como materiales.  

 
• Mejoran la eficacia de las políticas públicas y facilitan un 

tratamiento justo y equitativo a sus destinatarios. 
 
• Contribuyen al buen gobierno, mejorando el conocimiento de su 

marco de intervención, imprescindible para un enfoque político estratégico. 
 
• Justifican el valor de la norma proyectada para toda la ciudadanía 

–y para cada colectivo social- así como para los diferentes territorios. 
 
• Facilitan la evaluación ex post de la eficacia de las normas, a partir 

de una adecuada valoración de las condiciones previas. 
 
• Ayudan a tomar decisiones, aunque no deben suponer retraso en 

el procedimiento, ni menoscabo de los objetivos políticos, de la participación 
ciudadana, ni de la capacidad de los legisladores, cuando se trate de leyes, para 
incorporar enmiendas.  
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• Por su detalle y profundidad, proporcionados al impacto estimado, 
permiten ver más allá de la letra de la norma, proyectando sus efectos en la 
heterogénea y compleja realidad sobre la que actúa. 

 
• La integración de impactos económicos, sociales y 

medioambientales, con indicación de soluciones alternativas, proporciona una 
visión holística y facilita la compactación de políticas públicas sectoriales, su 
orientación a las necesidades de las personas, entidades y territorios, al tiempo 
que permiten valorar el conjunto de los costes de la no regulación. 

 
• Constituyen un proceso continuo desde las primeras fases de 

concepción de la norma y valoración de necesidades y alternativas65, hasta las 
evaluaciones ex post. En tal sentido proporcionan una visión más amplia del 
interés general en juego, así como elementos de juicio para la evaluación tanto 
técnica como política.  

  
• Facilitan la comunicación de la iniciativa al proyectar sus efectos 

para la ciudadanía, las empresas, las organizaciones, las instituciones y los 
territorios. 

 
4.3. Características generales del informe de impacto demográfico. 
 
4.3.1. Competencia o atribución funcional. 
 
La realización del informe de impacto demográfico ha de ser atribución del 

centro directivo competente para la iniciación del procedimiento de elaboración del 
correspondiente anteproyecto de Ley o proyecto de disposición de carácter 
general, con el asesoramiento y asistencia, mediante la aportación de directrices, 
metodología y criterios o guías –incluso de fuentes de información de calidad-, del 
departamento o unidad responsable de las políticas de población. 

 

                                                
65 Comisión Europea (2020): COM (2019) 178 final. Bruselas, 15.4.2019. Legislar mejor: haciendo 
balance y reafirmando nuestro compromiso. “La mejora de la legislación consiste también en 
estudiar maneras alternativas de lograr resultados, ya que la legislación no debería ser nunca un 
fin en sí mismo”.  
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Es aconsejable que la realización del informe se profesionalice, que 
efectivamente se lleve a cabo con la profundidad que cada caso aconseje, y que 
se gestione adecuadamente la experiencia y el conocimiento que se vaya 
adquiriendo en su realización. 

 
La relevancia que las políticas de población tengan para la Comunidad 

debería tener su reflejo en la dotación de medios técnicos que en ellas 
intervengan, lo que facilitaría su aplicación. Ello permitiría la conjunción de 
profesionalización y dispersión funcional en la realización de este informe. 

 
Si el centro directivo proponente carece de recursos profesionales con 

competencia para la realización del informe, resultará inevitable que corra a cargo 
del centro especializado o coordinador de las políticas de población, colaborando 
con el que propone la iniciativa objeto de evaluación. 

 
El auxilio profesional del ámbito de las ciencias sociales, del análisis de 

datos y de la aplicación de la inteligencia artificial en la toma de decisiones 
administrativas, es una exigencia de la sociedad actual. Permitirá la identificación 
científica de las necesidades y preferencias de la población, condición para poner 
efectivamente a la ciudadanía en el centro de la política pública, por encima de 
criterios departamentales, identificando también intereses, posiciones y puntos 
de vista minoritarios cuya consideración es exigencia de calidad democrática. 

 
4.3.2. Condiciones y fases en la elaboración del informe de impacto 

demográfico. 
 
A) Condiciones previas. 
 
La evaluación del impacto demográfico exige, además de disponer de los 

profesionales con competencia para llevarla a cabo, contar con un marco 
institucional que la haga posible y un conjunto de herramientas, cuya dotación y 
perfeccionamiento ha de tener lugar a medida que se van elaborando informes. 

 
La voluntad de incorporarla como exigencia es la primera condición, ya 

que experiencias en varios países europeos de aplicación voluntaria del llamado 
mecanismo rural de garantía (rural proofing) –en buena medida equiparable al 
informe de impacto demográfico- no han obtenido el apego deseado entre los 
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responsables de planificación de políticas públicas66. Por otro lado, si la 
experiencia con los informes de impacto preceptivos es en general 
sustancialmente mejorable, cabe esperar que cualquier nuevo informe de 
impacto no sujeto a control acabe decayendo por sí mismo. 

 
Además, es deseable que los informes de impacto partan de la 

disponibilidad de un diagnóstico valorativo -no una mera descripción- de los retos 
demográficos que afectan al ámbito territorial y social de aplicación, 
periódicamente actualizado y suficientemente desagregado por provincias y 
unidades territoriales subprovinciales, fundamento para formular la política 
demográfica de la Comunidad. Es deseable que este diagnóstico cuente con 
consenso técnico, político y social suficiente para constituir un acervo común en 
esta materia. 

 
Los informes de impacto demográfico deben tener como referencia, 

necesariamente, un diagnóstico y marco de política pública –norma, plan, 
estrategia, directriz, agenda, etc.- con objetivos, programas, proyectos y medidas 
de actuación en materia demográfica, bien definidos y periodificados, que 
faciliten la perspectiva de la transversalidad. En realidad los informes deberán 
atenerse con prioridad a la relación entre la norma a que se refieran, las 
condiciones objetivas de su ámbito de aplicación y los objetivos y efectos 
esperados de las políticas de población de la Comunidad.  

 
Igualmente resultan necesarias una o varias bases de datos actualizadas, 

suficientemente documentadas, con una desagregación coherente con el modelo 
territorial, cuyo perfeccionamiento se produciría con las demandas de uso, en 
función de las necesidades de los informes. 

 
B) Proyecto de informe o estudio previo. 
 
Su objeto es estimar inicialmente la relevancia e intensidad de los impactos 

directos e indirectos esperados, con objeto de planificar de forma proporcional la 
metodología de evaluación.  

                                                
66 Revista Rural Connections, editada por la Red Rural Europea. Otoño-invierno 2017, pp.26-38. 
https://enrd.ec.europa.eu/sites/enrd/files/enrd_publications/publi-enrd-magazine07-2017-
es.pdf 
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Debe considerar los principios de buena regulación aplicables, basarse en 

consultas bibliográficas y en la revisión documental de la experiencia comparada, 
en la evidencia disponible y en consultas con expertos, con las partes interesadas 
y con los promotores de la iniciativa, así como con los gestores de la política 
objeto de regulación más próximos a la ciudadanía y a los sectores afectados.  

 
Partiendo de la caracterización de los territorios con retos demográficos, y 

de la diferente posición de partida de los sujetos colectivos afectados por la 
norma, se trata de avanzar una inicial valoración de las posibles desigualdades 
de acceso e impacto. 

 
Esta fase del procedimiento parece conveniente se sustancie y forme parte 

de los estudios y consultas iniciales. Se beneficiará del trámite de consulta previa 
tanto más, cuanto más proactivo y completo sea. El diagnóstico que fundamente 
la política de población de la Comunidad, el examen bibliográfico y el estudio de 
experiencias comparadas serán las fuentes y técnicas más adecuadas en esta 
fase del informe. 

 
C) Control de coherencia de objetivos con la política demográfica. 
 
Parte de la identificación de posibles desigualdades formales y del análisis 

de la coherencia interna de los objetivos de la norma, desde la perspectiva de los 
retos demográficos, con la política general de población de la Comunidad. 

 
La cuestión básica a que debe dar respuesta este inicial control de 

coherencia es si se han tenido en cuenta en la consideración de las necesidades 
a que pretende dar respuesta el proyecto de norma y en el diseño de alternativas, 
el diagnóstico, los objetivos y la implementación de la política demográfica de la 
Comunidad. 

 
D) Situación de partida. 
 
Ha de partirse del análisis cuantitativo y de la elaboración de indicadores, 

en su caso, sobre la situación de los territorios o colectivos sociales considerados 
en la política demográfica de la Comunidad, en relación con los objetivos y el 
ámbito regulatorio de la norma proyectada.  
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Toda norma parte de un conocimiento minucioso del entorno en que 
pretende intervenir y de las cuestiones a que pretende dar respuesta, con detalle 
de las diferencias y desigualdades territoriales, económicas, sociales, sectoriales, 
etc. en que se produce la realidad que pretende regular. En esta fase se garantiza 
que se han tenido en cuenta las realidades con trascendencia demográfica y se 
estructura la información que las representa. 

  
Se trata de establecer el control de los efectos que situaciones de 

desigualdad efectiva puedan tener en la aplicación de la norma desde la 
perspectiva de la lucha frente a los retos demográficos, que puedan poner en 
cuestión su eficacia. 

 
Este es el momento metodológico para el diseño y la propuesta indicadores 

de evaluación ex post. Partiendo de la situación inicial se proyectan los efectos 
esperados. 

 
El diagnóstico que fundamenta la política demográfica es el marco para la 

identificación de las variables más relevantes en cada caso, para la formulación 
de hipótesis sobre su interrelación y funcionalidad, así como para el diseño de 
indicadores relevantes. 

 
La calidad de la información cuantitativa es deudora de la información 

cualitativa que proporciona el conocimiento directo de las realidades en que se 
pretende intervenir y del conjunto de las posiciones e intereses en juego. La parte 
cualitativa aporta significación y estructura a la información cuantitativa. En tal 
sentido resultan útiles las consultas con personas y colectivos afectados y/o 
interesados, con expertos y aplicadores directos o mediadores en las políticas de 
que se trate. 

 
E) Análisis de impacto. 
 
Es la fase sustantiva de la elaboración del informe. Mediante la panoplia 

de técnicas prospectivas disponibles tratará de definir los resultados esperados y 
evaluar el riesgo de impactos no deseados que pueden derivarse de la aplicación 
de la norma en relación con los objetivos de la política demográfica. 

 
Se trata de explicar si la norma puede tener directa o indirectamente un 

impacto diferencial -positivo o negativo- con trascendencia demográfica, y 
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estimar su alcance en territorios con retos demográficos, núcleos de población 
en función de su tamaño y/o especialización funcional, entornos y sectores 
económicos, grupos sociales o políticas públicas, de acuerdo con el diagnóstico y 
la política de población de la Comunidad. 

 
Pone en relación la norma cuyo impacto se evalúa con los indicadores de 

partida, los propios de la política general de población de la Comunidad y las 
proyecciones demográficas disponibles. 

 
Habrá de considerar al menos la incidencia de la norma sobre el contexto 

económico –y de empleo-, social, cultural e institucional en que va a desplegarse, 
y su contribución u obstaculización, en su caso, a los objetivos de la política 
demográfica general de la Comunidad. 

 
Probablemente la cuestión básica e inicial es si la norma que se proyecta 

está afectada por estereotipos y prejuicios de concepción que ignoren la 
perspectiva de los territorios con riesgos demográficos, y si es rígida en su 
aplicación o permite a los operadores finales cierta flexibilidad –discrecionalidad- 
para encontrar las mejores soluciones locales. 

 
Será también determinante identificar todas aquellas cuestiones que 

tienen que ver con el acceso a infraestructuras, servicios, información, 
oportunidades, etc., con los costes diferenciales en determinados territorios y 
contextos, o para determinados grupos sociales y con su eventual compensación. 
Resultará por tanto clave la consideración de las políticas de comunicación física 
y virtual, así como las de transporte y su sostenibilidad. 

Es también relevante la elección de las escalas de análisis y de aplicación 
de las políticas públicas para la adecuada identificación de las necesidades y 
desigualdades sociales, económicas y ambientales, así como para la aplicación 
coherente de las soluciones. La escala de los operadores institucionales, 
económicos y sociales de los territorios con riesgos demográficos también debe 
tenerse en cuenta para asegurar una más adecuada aplicación de la norma en 
términos de satisfacción de sus destinatarios finales. 

 
El riesgo que cabe esperar en la incorporación de un informe de impacto 

como el que aquí se propone, establecido con carácter obligatorio, es el del 
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formalismo67; que en el mejor de los casos acabe convirtiéndose en la 
cumplimentación descomprometida de una lista de comprobación. 

 
Con expreso rechazo a tal simplificación y sin ánimo de cierre de campo, 

haremos algunas consideraciones sobre las cuatro grandes áreas, ya aludidas, 
que entendemos, al menos -y como propuesta para abrir el debate- , debe tener 
en cuenta el informe sobre impacto demográfico: económica, social, cultural e 
institucional. 

 
Impactos en materia de economía y empleo. 
 
De acuerdo con el modelo demográfico cabe en primer lugar preguntarse 

por los impactos económicos de las normas y sus efectos en el empleo, ya que 
las migraciones son el factor desencadenante de los retos demográficos 
descritos, del que depende tanto su aceleración como su reversión.  

 
Las migraciones son procesos asociados de forma compleja a la cantidad 

y calidad de empleo disponible en el territorio. Sin embargo, en una sociedad de 
intensa movilidad ha de tenerse en cuenta que un empleo de calidad en áreas 
rurales, ciudades pequeñas o medias, puede compensar, por su retribución, los 
costes de desplazamiento para residir en las zonas urbanas o ciudades más 
grandes.  

 
Se trata de ver en qué medida la iniciativa normativa que se proyecta se 

adapta a los territorios y contextos socioeconómicos con retos demográficos. Si 
facilita u obstaculiza la generación de actividad económica. Si se desempeñará 
en plazos aceptables, si es coherente con el contexto normativo en el que 
operará. Si contribuye a “descubrir, valorar y priorizar estos recursos [endógenos] 
de acuerdo con su potencial de creación de empleo”. Si se percibe la realidad de 

                                                
67 La Sentencia del Tribunal Supremo, Sala de lo Contencioso-administrativo, de 12 de diciembre 
de 2016 (rec 903/2014), declara que cabe efectuar un control judicial sobre la suficiencia de la 
memoria económica que debe acompañar a las disposiciones reglamentarias. En el mismo 
sentido, rechazando el mero formalismo de la memoria económica pueden citarse, entre otras, 
las SSTSJCYL 1814/2016, de 29 de diciembre (rec. 348/2016) y la nº49/2018, de 25 de enero 
(rec. 643/2016). 
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estos territorios, singularmente del medio rural sin distorsiones más o menos 
estereotipadas68.  

 
Es particularmente relevante en materia de empleo constatar en qué 

medida se favorece o se obstaculiza la emancipación de los jóvenes, 
particularmente en entornos sociales y territoriales con retos demográficos, ya que 
“Castilla y León se encuentra entre las Comunidades Autónomas con una menor 
tasa de emancipación residencial […] Laboralmente, las tasas de actividad y 
empleo se encuentran a cierta distancia por debajo de la media estatal. […] En 
2018, Castilla y León era la Comunidad Autónoma en la que un mayor porcentaje 
de personas jóvenes no reside en la misma provincia en la que nació, trasladando 
su residencia habitual a otro lugar del país”69. En definitiva, la emancipación 
residencial de la juventud en Castilla y León es escasa en términos relativos y, 
cuando se produce, se ve condicionada en gran medida por un proceso migratorio. 

 
Impactos sociales. 
 
Se trata en esta materia de valorar la libertad de elección efectiva del lugar 

de residencia, sin costes desproporcionados en términos de disponibilidad y 
acceso a infraestructuras y servicios –públicos y privados-, así como a bienes 
básicos, como la vivienda. 

 
Resultaría óptimo llegar a valorar los costes tanto públicos (de provisión) 

de los servicios, como privados (de acceso), asociados al modelo de poblamiento. 
 
Es igualmente objeto de consideración en esta materia estimar si se 

favorece u obstaculiza la creación de las condiciones materiales, en servicios 

                                                
68 VVAA. (2011): Oportunidades para la creación de empleo en el medio rural. Ministerio de Medio 
Ambiente y Medio Rural y Marino. Marco normativo regulador como barrera que impide o dificulta 
la creación de empleo, pp. 37-40 
Mhttps://www.google.com/url?sa=t&rct=j&q=&esrc=s&source=web&cd=&cad=rja&uact=8&ve
d=2ahUKEwiy9rL87uzpAhXAA2MBHbWNDfgQFjAAegQIAxAB&url=http%3A%2F%2Fwww.rurap
olis.es%2Fmodels%2Frecursos%2F5%2FgqvlpVXsUCaFYN4Oportunidades_para_la_creaci%25C
3%25B3n_de_empleo_en_el_medio_rural.pdf%3F1417447812&usg=AOvVaw0icnHmduKNH8ry
3wk6Q0Vj 
69 Consejo de la Juventud de España (2019): Observatorio de emancipación. Balance general. 1er 
semestre de 2019. http://www.cje.org/es/publicaciones/novedades/la-tasa-de-emancipacion-de-
la-poblacion-joven-en-espana-alcanza-el-valor-mas-bajo-de-los-ultimos-diecisiete-anos/ 
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públicos, prestaciones y apoyos sociales, para que las mujeres o familias tengan 
efectivamente los hijos que desean70. 

 
Algunos autores identifican la trilogía que cuestiona la sostenibilidad social 

de las áreas rurales: “desequilibrios demográficos, desigualdad de acceso a la 
movilidad y desigualdad de género, situación que se retroalimenta continuamente 
y que determina el éxodo de los jóvenes y especialmente de las mujeres”71. En 
este caso los desequilibrios demográficos son la variable independiente y la 
desigualdad de género es objeto de otro informe ya preceptivo de impacto cuya 
integración con el demográfico es, como se ve, muy relevante. La cuestión, por 
tanto, en materia de impactos de carácter social con trascendencia demográfica 
se centra en la conectividad, el acceso y la movilidad. 

 
El informe sobre España del Semestre Europeo 2020, ya citado, pone en 

relación la despoblación y el envejecimiento con la prestación de servicios básicos 
como la atención sanitaria y los cuidados de larga duración (pág. 106), advierte 
de la necesidad de “cierta adaptación de la atención primaria” para afrontar el 
cambio demográfico y la transición epidemiológica (pág. 85) y añade que “la 
aplicación de políticas favorables a la familia podría contribuir a mitigar los retos 
demográficos, en un contexto de muy bajas tasas de natalidad y de 
envejecimiento de la población (pág. 83). 

 
 
 

                                                
70 Según la encuesta de fecundidad del INE (2018) el número medio de hijos deseados por las 
mujeres españolas es de 1,96 y 1,84 las de Castilla y León, pero en realidad solo tienen 1,23 y 
1,13, respectivamente.  Los motivos por los que las mujeres tienen menos hijos de los deseados 
son sobre todo económicos (19,1 % en España; 15,7% en CyL) y de índole laboral o de 
conciliación (25,0% en España; 24,75 en CyL). En Castilla y León destaca como motivo la elevada 
edad para tener hijos (12,2%) cuya frecuencia dobla la de España, dato relacionado con la 
estructura por sexo y edad de la población. 
https://www.ine.es/dyngs/INEbase/es/operacion.htm?c=Estadistica_C&cid=1254736177006&m
enu=resultados&idp=1254735573002 
71 Camarero, L. et al. (2009): La población rural de España. De los desequilibrios a la sostenibilidad 
social. Barcelona. Fundación la Caixa. Obra Social. Pag. 173 
https://www.google.com/url?sa=t&rct=j&q=&esrc=s&source=web&cd=&ved=2ahUKEwivjrLD9
ezpAhX5DWMBHXnVDq4QFjAAegQIAxAB&url=https%3A%2F%2Fobrasociallacaixa.org%2Fdocu
ments%2F10280%2F240906%2Fvol27_es.pdf&usg=AOvVaw2e2UocXha6WjVBUh1bbzXt 
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Impactos culturales y de identidad. 
 
La emigración, generación tras generación, crea cultura que condiciona la 

concepción subjetiva del proyecto de vida. Además provee de redes de 
parentesco y afinidad que facilitan la movilidad en itinerarios de migración 
consolidados. La emigración de las personas con trayectorias formativas más 
dilatadas se ha asociado a una movilidad de éxito; la de los menos cualificados 
profesionalmente, a la de expulsión. 

 
Por otro lado, el efecto de aglomeración de las grandes ciudades y la 

proximidad, sobre todo de Madrid, en la actualidad, crea frente al medio rural y 
las “ciudades de provincias” la imagen de multiplicación de oportunidades y la 
confusión de la movilidad geográfica con la movilidad vertical. 

 
Se trata de valorar en primer lugar el marco de representación de los 

territorios con retos demográficos que las normas proyectadas vehiculan y, 
además, los efectos de las políticas que se proponen en la imagen social de estos 
territorios, de las ciudades medias, las cabeceras de comarca y particularmente 
del medio rural. 

 
Cabe preguntarse si estamos ante “una política pública que proponga una 

nueva imagen del rural (y en general de los territorios con desafíos 
demográficos), no solo para consumo de minorías, sino como un modo de vida 
que, con ayuda de la tecnología, no renuncia a tener acceso equiparable a la 
ciudad en materia de servicios e infraestructuras. Un territorio con ventajas y 
oportunidades, con el derecho y la obligación de contribuir a la riqueza común”72, 
si se tienen en cuenta las aportaciones de valor de estos territorios para contribuir 
a que las sociedades complejas de hoy afronten los retos que se les presentan. 

 
Impactos de carácter institucional. 
 
Ya se ha señalado la importancia de las escalas de análisis e intervención 

para un acertado diseño de las políticas demográficas. Para su eficacia resulta 
también esencial la integración de las intervenciones de los distintos niveles de 

                                                
72 Ramos, F. y Molina, I. (2017): “Riesgos demográficos y políticas públicas en la España rural. 
Presentación”. Documentación Social, nº 185 (monográfico), pp. 5 y ss. 
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gobierno en objetivos convergentes en los territorios, considerando el orden 
constitucional de competencias. 

 
Resulta también esencial la coordinación intersectorial (servicios de 

promoción económica, de empleo, vivienda, familiares, sanitarios, educativos y 
asistenciales, etc.) y la coordinación entre políticas de inversión, y de provisión 
de servicios. 

 
En un Estado complejo, como el nuestro, la gobernanza es necesariamente 

multinivel. La singularidad de Castilla y León a estos efectos es su red local. Más 
allá de los tópicos sobre la ineficiencia del inframunicipalismo, esta red capilar de 
entidades locales puede constituir un relevante capital institucional que integre 
la empatía y la calidez de la proximidad con la eficacia del trabajo en red73. 

 
Finalmente, cabe señalar la importancia para el éxito de estas políticas de 

una visión compartida y unas líneas de actuación basadas en la participación de 
los interlocutores sociales, la sociedad civil y otras partes activas interesadas con 
presencia en los territorios. 

 
F) Valoración del impacto. 
 
Esta valoración debe realizarse de acuerdo con criterios comunes con otras 

evaluaciones de impacto económico, social y medioambiental, con las que debe 
tender a integrarse. 

 

                                                
73 Ramio Matas, C. (2019): “El tamaño sí importa. La organización municipal en España ante los 
retos de futuro”, ISSN 0210-2161, El Consultor de los Ayuntamientos, Nº. Extra 2, 2019, pp. 79-
86.  
“…articular el territorio en grandes áreas metropolitanas es solo uno de los ingredientes para 
poseer un mapa territorial equilibrado. El otro gran componente es la necesidad de poseer 
instituciones micro que aporten proximidad y humanidad al actual e inevitable proceso de 
globalización. La identidad local a nivel micro va a ser más necesaria que nunca ante la 
homogeneización y estandarización que supone la competencia globalizada. Una identidad local 
que facilite lógicas de participación política más directa y sistemas de colaboración y cogestión 
de servicios. Afortunadamente, nuestro actual mapa municipal tan fragmentado (y denostado por 
muchos durante tiempo) puede aportar este valor de manera natural. Es la paradoja del paso de 
tiempo: un modelo que hasta hoy era percibido como anacrónico pasa a ser necesario y 
moderno”. 
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“La evaluación de impacto normativo hará constar la magnitud de 
cada impacto (alta, media o baja), si es irreversible o no, la probabilidad alta o 
baja de que se produzca y una valoración general de la importancia del mismo” 
(Orden ADM/1835/2010, de 15 de diciembre). 

 
La calidad de la valoración depende en gran medida de la coherencia 

interna del conjunto del informe, de su diseño, de la información y los datos 
obtenidos y las conclusiones formuladas. No puede confundirse con el informe 
mismo, sino que esta constituye su motivación, tanto si se estima que no existe 
impacto, como si este es positivo o negativo, de mayor o menor intensidad.  

 
La decisión de bloqueo de una norma en caso de impacto negativo, o de  

determinado nivel de dicho impacto, puede establecerse con carácter previo en 
la norma que, en su caso, regule la realización del informe o adoptarse en cada 
caso, en el curso de la elaboración del proyecto. 

 
G) Recomendaciones. 
 
Identificados los impactos no deseados de acuerdo con la política de 

población de la Comunidad, se trata de formular propuestas para evitarlos o 
mitigarlos, con las modificaciones o adaptaciones necesarias para una aplicación 
con criterios de equidad de resultados, de manera que se consideren las 
necesidades y dificultades de acceso y aplicación de la regulación en los territorios 
con desafíos demográficos, y entre los grupos sociales y operadores económicos 
e institucionales más sensibles y estratégicos desde el punto de vista de la política 
de población. 

 
En este sentido, se formulan propuestas de mejora y recomendaciones 

respecto a las alternativas planteadas, al texto de la norma en curso y, muy 
relevante, sobre los procedimientos y condiciones de aplicación, así como sobre 
la formación, en su caso, de las autoridades y empleados públicos responsables 
últimos y directos de su gestión en contacto con la ciudadanía y los destinatarios 
de la norma, para evitar impactos negativos. Cabría también la formulación de 
propuestas sobre medidas complementarias, de discriminación positiva, bien 
generalizadas, bien de aplicación en ámbitos restringidos,  para evitar o paliar 
impactos negativos u optimizar los positivos. 
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Conclusiones sobre el proceso de elaboración del informe. 
 
Desde el momento inicial el proceso de elaboración del informe debe 

proporcionar información útil –clara y breve- para facilitar tanto la tarea de los 
redactores del proyecto de norma, como la toma de decisiones sobre su efectiva 
realización frente a otras alternativas, su alcance, dotación e implementación. 

 
El proceso metodológico estructurado en fases que hemos descrito no deja 

de ser un constructo formal a disposición del profesional responsable de la 
elaboración del informe, que sabrá acomodar en cada caso, de manera 
proporcionada y eficiente, la metodología al impacto esperado. 
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ANEXO 

 
 

INDICADORES DEMOGRÁFICOS 
Apunte breve 

 
 

1.- Componentes del crecimiento de la población. 
 
1.1. Natalidad. 
 

Tabla 1. Tasa bruta de natalidad, según la nacionalidad de la madre. 2019 
 

TBN 2019 (‰)  Población total Pobl. española Pobl. extranjera 
Total Nacional 7,62 6,65 15,72 
Castilla y León 5,96 5,35 15,50 
 
A lo largo del siglo, la tasa bruta de natalidad (TBN) evolucionó en ascenso 

hasta 2008, momento en que se inicia una tendencia descendente que se 
mantiene tanto en España como en Castilla y León; sin embargo, en este proceso 
la distancia entre una y otra se ha acortado en un punto. 

 
En 2019 Castilla y León tiene la 3ª TBN más baja de España, después de 

Asturias (5,05 ‰) y Galicia (5,82 ‰). 
 
Los desequilibrios internos son mayores que el registrado respecto a la 

media española, por debajo de la cual están todas las provincias. Pueden 
diferenciarse tres grupos: Zamora y León, con una tasa < 5,5‰; Burgos, Segovia 
y Soria, cuya tasa es >6,5 ‰, y entre ambos grupos se encuentran Palencia, 
Salamanca, Ávila y Valladolid. 

 
Las diferencias entre la TBN española y de Castilla y León, obedecen a la 

menor proporción de mujeres en edad fértil en la Comunidad (España 36 %; 
Castilla y León 31 %) y a la menor proporción de mujeres extranjeras en estas 



 

71 
 

edades (España 22 %; Castilla y León 15 %), variable relevante dada la fuerte 
diferencia de sus pautas de fecundidad.  

 
Tabla 2. Tasa global de fecundidad74, según la nacionalidad de la madre. 

2019 
 

TGF ‰ 2019 Población total Pobl. española Pobl. extranjera 
Total Nacional 34,20 31,41 49,97 
Castilla y León 30,70 28,86 46,96 
 
La fecundidad en Castilla y León se sitúa también por debajo de la media 

de España, que ya es, con la de Italia, la más baja de la UE.  
 
El nº de hijos por mujer, en 2019 fue en España de 1,24 y en Castilla y 

León de 1,1375. 
 
1.2. Mortalidad. 
 

Tabla 3. Tasa bruta de mortalidad. 2019 
 

TBM 2019 ‰ 
Total Nacional 8,83 
Castilla y León 11,95 

 
Castilla y León tiene en 2019 la 2ª tasa bruta de mortalidad (TBM) más 

alta de España después de Asturias (12,64 ‰). 
 
La diferencia de poco más de tres puntos entre la tasa española y la de 

Castilla y León, es la mitad de los desequilibrios que se constatan dentro de la 
Comunidad respecto a este indicador. León, Palencia y Zamora tienen una TBM 
>13 ‰, destacando Zamora con un 15,68 ‰. La TBM de Burgos, Segovia y 

                                                
74 Nº de nacimientos ocurridos en el año de referencia, por cada 1.000 mujeres en edad fértil (de 
15 a 49 años). 
75 Indicador coyuntural de fecundidad o tasa de fecundidad total: Nº de hijos que tendría una 
mujer a lo largo de su vida, en caso de mantener la misma intensidad fecunda por edad que la 
observada en el año de referencia. 
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Valladolid es <11 ‰. Esta última provincia tiene la TBM más baja de la 
Comunidad (9,48 ‰).  El resto de las provincias se sitúan entre ambos grupos.  

 
1.3. Saldo vegetativo negativo. 
 
El resultado de la baja natalidad y de la alta mortalidad es un saldo 

vegetativo negativo, más de 4,5 puntos superior a la media nacional.  
 

Tabla 4. Saldo vegetativo 2019 
 

Saldo Vegetativo 2019 ‰ 
Total Nacional -1,21 
Castilla y León -5,95 

 
El saldo vegetativo en 2019 es negativo en todas las CCAA excepto 

Baleares, Madrid y Murcia. El de Castilla y León es el 2º más negativo después 
del de Asturias (-7,59 ‰). 

 
Todas las provincias de Castilla y León presentaron en 2019 un saldo 

vegetativo más negativo que el nacional. En consecuencia, con los desequilibrios 
interprovinciales en materia de natalidad y mortalidad, también son muy intensos 
los que se constatan en el (de)crecimiento vegetativo por provincias. Pueden 
diferenciarse igualmente tres grupos: En el grupo con saldos vegetativos más 
negativos destaca Zamora, con un saldo de más de dos dígitos. Forman parte de 
él también León y Palencia con saldos negativos >7 ‰. Con saldos negativos 
inferiores a 5 ‰ se encuentran Burgos, Segovia y Valladolid. 
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Gráfico 1. Saldo vegetativo. Distribución comparada por provincias. 2019 
 

 
 
1.4. Saldo migratorio. 
 
Todas las CCAA presentaron en 2019 un saldo migratorio positivo. El de 

Castilla y León es, en términos relativos, el segundo más bajo de España después 
del de Extremadura. El saldo migratorio exterior ha sido en 2019 positivo en todas 
las CCAA. Junto con el de Asturias, el de Castilla y León ha resultado el segundo 
saldo migratorio exterior más bajo de España, también después del de 
Extremadura. 

 
El saldo migratorio interior en 2019 fue negativo en siete CCAA. Castilla y 

León registró el saldo migratorio interior más negativo de España después del de 
Extremadura.  

 
Observando los desequilibrios interprovinciales, también podemos 

diferenciar 3 grupos de provincias en lo que afecta al conjunto del saldo 
migratorio: Con un saldo < 4‰ tenemos un grupo en el que de nuevo destaca 
Zamora con un 2,43‰ y del que también forman parte León, Palencia y 
Valladolid. Con un saldo >6‰ se han situado Ávila, Segovia y Soria. Salamanca 
y Burgos se encuentran entre ambos grupos. 
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Gráfico 2. Saldo migratorio. Distribución comparada por provincias. 2019 
 

 
 

Si observamos su evolución reciente constatamos que el saldo migratorio 
es muy sensible a los ciclos económicos. Como se ve ha estado estrechamente 
asociado a la recuperación del ciclo económico tras la crisis de 2008. Cabe 
esperar, por tanto, que a partir de 2020 se adapte al nuevo ciclo tras la pandemia 
de Covid-19. 
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Gráfico 3. Evolución del saldo migratorio de Castilla y León desde 2008 
 

 
 
2.- Estructura de la población. 
 
Los desequilibrios en la TBM, tanto internos como respecto a la población 

española se explican por el mayor envejecimiento de la población de Castilla y 
León y, dentro de la Comunidad, de las provincias con la tasa de mortalidad más 
alta. La proporción población de 65 y más años es 6 puntos porcentuales más 
alta en Castilla y León que en la media nacional. La de Zamora (30,79 %) es más 
8 puntos mayor que la de Segovia (22,57 %). 

 
Tabla 5. Proporción de personas mayores. 2020 

 
2020 65 y + % 80 y + % 

Total Nacional 19,58 6,02 
Castilla y León 25,51 9,28 

 
El índice de envejecimiento76, que pone en relación los dos extremos de la 

pirámide de población, es en Castilla y León en 2020 el 3º más elevado de España 
(201,03 %) después de Asturias (224,57 %) y Galicia (202,17 %). 
                                                
76 Número de mayores de 65 y más años por cada 100 menores de 16. 
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Los desequilibrios interprovinciales en lo que respecta al índice de 
envejecimiento sitúan a Zamora por encima del 300 % (303,88). Con un índice 
>200 % tenemos a León (241,01 %), Palencia (215,00 %) y Salamanca (2015,81 
%). Segovia (160,70%) y Valladolid (166,88 %) tienen un índice <170 %. El 
resto de las provincias, registran valores intermedios: Ávila, 178,82 %; Burgos, 
175,56 %; y Soria 194,89 %. 

 
La pirámide de población comparada muestra una estructura más 

envejecida en Castilla y León que en España. La edad media de la población de 
la Comunidad en 2020 es de 47,73 años, mientras que en España es de 43,58. 
Solo la población de Asturias supera en edad media a la de Castilla y León. 

 
A partir de los 50 años el peso relativo de todas las cohortes de edad es 

mayor en la Comunidad. Ocurre lo contrario con la proporción de población más 
joven. Todos los intervalos de población en edad reproductiva registran en 
Castilla y León menor proporción respecto a España, lo que contribuye al mayor 
estrechamiento de la base de su pirámide. 

 
La proporción de mujeres en Castilla y León es menor que la de hombres 

en todos los grupos de edad hasta los 50 años. A partir de los 70 se invierte por 
la mayor longevidad de las mujeres. En España la proporción de mujeres y de 
hombres se iguala a partir de los 30 años y es mayor la de mujeres a partir de 
los 55.  

 
Las diferencias entre ambas estructuras son superiores al 8,5 %. Este 

índice de discrepancia representa la proporción de población que habría que 
redistribuir para equiparar ambas estructuras. 
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Gráfico 4. Estructura de la Población por sexo y edad 
 

 
 
3. Evolución de la población. 
 
Como consecuencia de los movimientos migratorio y natural descritos, 

constatamos una tendencia sostenida de regresión demográfica en Castilla y 
León, que se vio interrumpida en los años de mayor bonanza económica de 
principios de siglo por aportación de la inmigración exterior. A pesar de ello 
también en ese momento mantuvo una tendencia divergente respecto al 
conjunto de España, mostrando menor capacidad de atracción. 

 
En 2019 Castilla y León perdió 6.426 habitantes, situando su censo a 

1.01.2020 en 2.401.307 habitantes, mientras el conjunto de la población 
española se incrementaba en 395.554, hasta alcanzar las 47.332.614 personas.   

 
Solo tres CCAA perdieron población a lo largo de 2019. Extremadura y 

Asturias disminuyeron su población en un 0,32 % y Castilla y León en un 0,27 %. 
España creció un 0,84 %. 
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Dada su fecha de referencia, hay que recordar que estos datos no 
contemplan los efectos de la pandemia de Covid19. 

 
Gráfico 4. Evolución de la población española y de Castilla y León en el S. XXI 

(Índice 2001=100) 
 

 
 
Como consecuencia de este proceso divergente de evolución de la 

población, el peso demográfico de Castilla y León sobre el total de la población 
española, que a principios de siglo estaba por encima del 6 %, ha caído un punto, 
al 5,07 %.  

 
Las proyecciones del INE marcan el sostenimiento y aún la profundización 

de la tendencia divergente respecto a la población española. Si se cumplieran las 
previsiones del INE, en 2035 la población de Castilla y León representaría el 
4,48 % de la población española, con las implicaciones que de ello pueden 
derivarse para todas aquellas políticas en las que el peso demográfico tiene una 
importancia decisiva, aunque se maticen con elementos correctores. 
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Gráfico 5. Evolución de la proporción de la población de Castilla y León respecto 
a la población española (%) 

 

 
 
Como en el caso de las variables anteriores, y precisamente por ello, 

también en la evolución de la población pueden constatarse muchos 
desequilibrios por provincias. En 2020 solo tres provincias tienen más población 
que en 2001: Valladolid, Segovia y Burgos, mientras que Zamora ha perdido 
prácticamente el 15 % de su población. 

 
En lo que va de siglo Zamora es la provincia española que más población 

ha perdido. De las 13 provincias que han perdido población en este periodo, 6 
son de Castilla y León. Por orden de mayores a menores pérdidas relativas, 
además de la citada, Palencia, León, Salamanca, Ávila y Soria. 

 
4. Población y territorio. 
 
En la dimensión territorial de esta evolución negativa de la población a 

escala local, tomando en este caso como referencia los datos a 1.01.2019, 
constatamos que el 86,8 % de los municipios de Castilla y León perdieron población 
desde principios de siglo. Un 4,5 % (101) perdió más de la mitad de sus habitantes 
en este periodo. El 50,8 % de los municipios (1.142) perdió entre la cuarta parte 
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y la mitad de su población y, finalmente, un 31,5 % de los municipios (708) 
perdieron menos de la cuarta parte de su población de 200. Únicamente 
mantuvieron o incrementaron su número de habitantes 297 municipios.  

 
Gráfico 6. Evolución de la población de Castilla y león por municipios en el 

siglo XXI 
 

 
 
El efecto de la regresión demográfica en relación con el territorio es un 

proceso de despoblamiento que da lugar a una densidad por km2 muy por debajo 
de la media española y con 4 provincias que, si excluimos la capital, se 
encuentran al filo o por debajo de los 12,5 habitantes por km2, que la UE 
considera de riesgo de despoblación. La provincia de Soria está muy cerca del 
nivel de riesgo de despoblación severa según los criterios de la UE (8 habitantes 
por km2), y desde luego lo está si tenemos en cuenta únicamente la provincia, 
con menos de 5 habitantes por km2. 
 


